
 

 

                           JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO 

     Armenia Q., Abril doce (12) de dos mil veintiuno.  
 
 
PROCESO ORDINARIO. RADICACIÓN. 63-001-31-05-003-2020-00092-00 
 
 

INFORME SECRETARIAL: En relación con el proceso de la referencia, en la fecha, 
pasa a Despacho del señor Juez, escrito de contestación de la demandada 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES  PROTECCIÓN S.A. (Archivo 
17). Informo que la mencionada demandada, no se encuentra notificada de la de 
manda. Sírvase proveer 
 
 

MARIA CIELO ALZATE FRANCO. 
 Secretaria 

 
Visto el informe secretarial que antecede, comoquiera que este Despacho, por auto 
de fecha 24 de febrero del corriente año (Archivo 16), dispuso la notificación de la 
presente demanda a la demandada ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES  PROTECCIÓN S.A.. 
 
Conforme al poder conferido  a la abogada MARIA ALEJANDRA CORTES GOMEZ, 
con T.P. No.328.170 del CSJ, adscrita a la Sociedad denominada  MAURICIO PAVA 
LUGO S.A.S., a quien se le confirió poder por la Representante de la demandada, 
a través de Escritura Pública No.736 de fecha  30 de Julio de 2019 de la Notaría  
Catorce de Medellín, SE RECONOCE personería, para obrar en las presentes 
diligencias. 
 
 
Comoquiera que la demandada ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES  

PROTECCIÓN S.A., no se ha notificado de la demanda, se tendrá como notificada 
por conducta concluyente, el día en que se notifique el presente auto, conforme lo 
establece el inciso 2º. del artículo 301 del C.G.P., aplicable por remisión expresa del 
artículo 145 del C.P.L. y de la S.S. 
 
Este Despacho obrando conforme a lo dispuesto en el Decreto 806 de 2020, por el 
cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales y con el fin que la demandada obtenga 
copia de la demandada, para su traslado, es por lo que se DISPONE que por 
Secretaría, se remita la misma al correo electrónico que aparece en la demanda, 



dentro de los tres (03) días siguientes a la notificación del presente auto por estado 
para que la conteste, vencidos los cuales comenzará a correrle el traslado de la 
demanda. (Artículo 91 inciso 2° del C.G. P.).   
 
 

   NOTIFÍQUESE 

 

 

LUIS DARIO GIRALDO GIRALDO  

Juez 

 

 

 

12/04/2021 

Caf 
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Señor: 

JUEZ LABORAL DEL CIRCUITO (REPARTO). 

Armenia, Quindío. 

 

I.DESIGNACIÓN DE LAS PARTES. 

 

Demandante: WILSON ALBERTO ARAQUE HURTADO, mayor de edad, mayor de 

edad, domiciliado en Salento, Quindío identificado con cédula de ciudadanía 

número 4.564.696 

 

Apoderada judicial de la parte demandante: LINA MARCELA CAICEDO OROZCO, 

identificada con la cédula de ciudadanía Nro. 41’941.001 de Armenia  Quindío y 

con Tarjeta Profesional Nro. 114287 Del C.S.J. 

 

Demandado: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIA 

PROTECCIÓN S.A., entidad del orden privado, con personería jurídica, identificada 

con el NIT 800.138.188-1, que opera como administradora del régimen de ahorro 

individual en pensiones. 

 

Tercero Interesado: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES 

(COLPENSIONES), Empresa Industrial y Comercial del Estado organizada como 

entidad financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de 

Trabajo, entidad administradora del Régimen de prima media con prestación 

definida, representada legalmente por el señor MAURICIO OLIVERA GONZALEZ  o 

quien haga sus veces, domiciliada en la ciudad de Bogotá. 

 

 

III.PROCESO. ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA. 

 

IV. DECLARACIONES  Y CONDENAS. 

PRIMERA: Se declare la anulación o la ineficacia del traslado de WILSON ALBERTO 

ARAQUE HURTADO al régimen de ahorro individual con solidaridad administrado 

por ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIA PROTECCIÓN S.A., 

por no estructurarse un consentimiento informado por parte del demandante, en 

atención a la ausencia de la documentación que proyectara las desventajas de 

su traslado. Como se expuso en el capítulo de “HECHOS Y OMISIONES” así como 

también por lo señalado en el capítulo de “FUNDAMENTOS Y RAZONES DE 

DERECHO”.      

 

SEGUNDA: En consecuencia con las anteriores declaraciones, condénese a  

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIA PROTECCIÓN S.A.,  a que 

realicen todas las gestiones administrativas tendientes al regreso automático o 

traslado de la afiliación del señor WILSON ALBERTO ARAQUE HURTADO al Régimen 

de Prima Media con Prestación Definida administrado actualmente por la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES -.  

 



TERCERA: Concomitantemente, condénese a la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTIA PROTECCIÓN S.A. a que devuelvan todas las sumas de 

dinero recibidas con motivo de la afiliación del señor  WILSON ALBERTO ARAQUE 

HURTADO, como lo son: Cotizaciones, Bonos Pensionales, y otros, con los 

respectivos rendimientos financieros e intereses moratorios; con dirección al 

Régimen de Prima Media con Prestación Definida el cual es administrado por la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES (COLPENSIONES).  

 

CUARTA: Que se condene a la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTIA PROTECCIÓN S.A. al pago de las costas y agencias en derecho del 

proceso. 

 

 

V. HECHOS. 

 

1. La vida laboral de mi poderdante comenzó en el sector público, donde prestó 

sus servicios laborales al Municipio de Pereira desde el mes de enero de 1991 

hasta el mes de febrero de 1995, cuyos sus aportes fueron conducidos a la 

administradora de pensiones adscrita al régimen de prestación definida, tal y 

como reposa en su historia laboral.  

 

2. En el mes de septiembre del año 1995 se vinculó con el Departamento de 

Risaralda, según aparece en su historia laboral.  

 

3. Al interior del vínculo laboral precitado, fue afiliado al Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad mediante un simple formulario preimpreso. En dicho 

instante NO se le ofreció una información objetiva y documentada por parte de 

un asesor de servicios de la AFP PROTECCIÓN S.A., bajo el entendido que se le 

extendiera una asesoría tendiente a indicarle las ventajas y desventajas que 

traían consigo el traslado de régimen pensional. Por tal motivo la afiliación al RAIS 

adolece del consentimiento por lo que se entiende que el traslado es ineficaz. 

Máxime cuando sus vínculos laborales datan con anterioridad a la expedición y 

vigencia de la Ley 100 de 1993, por lo que sin lugar a dudas se hallaba adscrito al 

Régimen de Prima Media con Prestación Definida. 

 

4. Debido a las falencias en sus deberes en que incurrió la entidad demandada, 

Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantía PROTECCIÓN S.A., mi 

poderdante radicó derecho de petición el 08 de noviembre de 2019, con el 

objeto de reclamar todas las irregularidades antes enunciadas y, en tal sentido, 

obtener pronunciamiento de la entidad acerca de la ineficacia de la afiliación, 

en razón a que el traslado no fue informado y documentado. 

  

5.  través del Oficio No. CAS-5211755-J4R2H8 de fecha 13 de noviembre de 2019, 

el Fondo de Pensiones y Cesantías PROTECCIÓN S.A. dio respuesta a la petición 

antes dicha, porque según ellos el consentimiento se da con el simple formato de 

afiliación. Además, manifiestan que en lo inherente a la información sobre las 

ventajas o desventajas del traslado del RPDM al RAIS, según ellos, esta obligación 

surgió con una ley que es muy posterior a la data de la afiliación de la 



accionante. Ahora bien, del contenido de la aludida respuesta se puede 

observar un vacío en lo referente a la información y asesoría documentada 

realizada al instante en que se diligenció el formulario de afiliación, por ello el 

reproche omisivo que se endilga gravita al interior de las circunstancias que 

originaron el traslado de régimen pensional, y con ello se demuestra que no se dio 

bajo ninguna óptica una libertad documentada y personal que atendiera a una 

decisión informada y consiente respecto del traslado entre operadoras del RAIS, 

lo que conllevó a que se le vulnerara el derecho a una información objetiva, 

integra e inequívoca, que le diera los elementos indispensables que le permitieran 

efectuar un juicio de valor, en lo atinente a las ventajas o desventajas que le 

produjo el cambio de régimen pensional. En vista de la mentada ausencia, es 

que se halla viciada la afiliación por no haberse concertado el consentimiento, lo 

que da lugar a su ineficacia e inexistencia.   
 

6. Mi mandante el 01 de octubre de 2019 radicó derecho de petición ante la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES (COLPENSIONES), con el ánimo de 

poner en conocimiento todas las anomalías acontecidas en la afiliación con las 

diferentes operadoras adscritas al RAIS, y en efecto, con base en ello, solicitando 

de nuevo la afiliación al Régimen de Prima Media con Prestación Definida, 

pidiendo además que requirieran a la actual administradora que la cuenta de 

ahorro individual, esto es, a la AFP PROTECCIÓN S.A.,  para lo pertinente en 

gestión y así lograr la efectividad del traslado. 

 

7. A través del Oficio No. 2019_13249923-20865517 con fechado del 01 de octubre 

de 2019, COLPENSIONES emanó respuesta a la solicitud, describiendo 

someramente que ésta no era procedente.  

 

VI. FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO 

 

Para empezar es propicio hacer claridad que la accionante antes de entrar en 

vigencia la Ley 100 de 1993 se encontraba afiliado al sistema de seguridad social 

en pensiones administrado por el fondo previsional que para la época de los 

hechos se conducían su aportes para la seguridad social. Dichos fondos 

previsonales de seguridad social por ministerio de la Ley 100 de 1993 se 

encontraban temporalmente habilitado para administrar el régimen de prima 

media con prestación definida, mientras durara la existencia del mismo. Así lo 

preceptúa el siguiente canon legal: 

 
LEY 100 DE 1993 

 

ARTÍCULO 52. ENTIDADES ADMINISTRADORAS. El régimen solidario de prima media 

con prestación definida será administrado por el Instituto de Seguros Sociales. 

Las cajas, fondos o entidades de seguridad social existentes, del sector público o 

privado, administrarán este régimen respecto de sus afiliados y mientras dichas 

entidades subsistan, sin perjuicio de que aquéllos se acojan a cualesquiera de los 

regímenes pensionales previstos en esta Ley. (…) 



En igual sentido el Decreto 692 de 29 de marzo de 1994, señaló: 

“Artículo 34. Entidades administradoras del régimen de prima media. El régimen 

solidario de prima media con prestación definida será administrado por el Instituto 

de Seguros Sociales, así como por las cajas, fondos o entidades de previsión social 

existentes al 31 de marzo de 1994, mientras subsistan. En todo caso, las entidades 

diferentes del ISS, sólo podrán administrar el régimen respecto de las personas que 

a 31 de marzo de 1994 fueren sus afiliados, no pudiendo en consecuencia recibir 

nuevos afiliados a partir de dicha fecha. (…) 

Bajo la anterior línea de existencia de las cajas o fondos adscritos a la seguridad 

social en pensiones previa a la promulgación y vigencia del nuevo Estatuto de 

Seguridad Social Integral, se dejó previsto en su normativa que después de la 

vigencia del estatuto ibídem, no podrían recibir nuevos afiliados.  En ese sentido, 

el Decreto 2196 del 12 de junio de 2009 dispuso la liquidación y supresión y 

liquidación de la Caja Nacional de Previsión Social – CAJANAL -, y en sujeción al 

contenido de su artículo 4, ordenó el traslado de sus afiliados al Instituto de los 

Seguros Sociales ISS (hoy COLPENSIONES), por lo que en la actualidad se hallan 

inscritos en este último fondo. Reproduzco la disposición legal: 

“Artículo 4°.Del traslado de afiliados. La Caja Nacional de Previsión Social, 

Cajanal, EICE, en Liquidación, deberá adelantar todas las acciones necesarias 

para el traslado de sus afiliados cotizantes, a más tardar dentro del mes siguiente 

a la vigencia del presente decreto, a la Administradora del Régimen de Prima 

Media del Instituto de Seguro Social - ISS. Igualmente, deberá trasladar a dicha 

entidad los conocimientos sobre la forma de adelantar el proceso de 

sustanciación de los actos administrativos de reconocimiento de pensión de estos 

afiliados cotizantes, en la medida en que se trata de servidores públicos, para lo 

cual, estas entidades fijarán las condiciones en la que se realizará dicho 

traslado.”   

Este punto es de cardinal atención antes de entrar a analizar los pormenores de la 

ineficacia del traslado, dado que es diáfano que se dio un traslado de régimen 

pensional. Y que, bajo la óptica de la figura de la ineficacia, produce como 

consecuencia directa que las cosas vuelvan a su estado natural; es decir, se da 

una inexistencia de la afiliación en el Régimen de Ahorro Individual con 

Solidaridad, lo que genera el regreso inmediato al Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida, que en la actualidad sólo es administrado por COLPENSIONES, 

antes ISS.  

 

Remitiéndonos a la normativa que contempla la afiliación al Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad, y de las obligaciones en cabeza de las 

Administradoras de Fondos Pensionales circunscritas a dicho régimen, por expresa 

delegación legal, como también de su calidad de entidades de carácter 

fiduciario, tenemos como uno de sus pilares el principio general de la eficiencia, 

que rige las relaciones del sistema de seguridad social integral, que preceptúa: 

 
ARTICULO.  2º- Principios. El servicio público esencial de seguridad social se 

prestará con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, 

integralidad, unidad y participación: 



 

a)  Eficiencia. Es la mejor utilización social y económica de los recursos 

administrativos, técnicos y financieros disponibles para que los beneficios a que 

da derecho la seguridad social sean prestados en forma adecuada, oportuna y 

suficiente;  (Negrilla y subraya son mías) 

 

En lo concerniente a la afiliación al RAIS, el literal b del artículo 13 de la Ley 100 de 

1993, dispone: 

 

“ARTICULO.   13.- Características del sistema general de 

pensiones.  Reglamentado por el Decreto Nacional 3995 de 2008, Reglamentado 

por el Decreto Nacional 1051 de 2014. El sistema general de pensiones tendrá las 

siguientes características: 

(…) 

b)  La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el artículo 

anterior es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal efecto 

manifestará por escrito su elección al momento de la vinculación o del traslado. El 

empleador o cualquier persona natural o jurídica que desconozca este derecho 

en cualquier forma, se hará acreedor a las sanciones de que trata el inciso 1º del 

artículo 271 de la presente ley;” (…) 

 

Por su parte en lo inherente a las obligaciones en cabeza de las administradoras 

de fondos pensionales como operadoras del RAIS, en razón de su carácter 

profesional por los servicios fiduciarios y de administración de intereses públicos 

que prestan, se sitúan en los artículos 14 y 15 del Decreto 656 de 1994, “por el cual 

se establece el régimen jurídico y financiero de las sociedades que administren 

fondos de pensiones.”, en suma, en su artículo 4, menciona: 

 

“Artículo 4º.- En su calidad de administradoras del régimen de ahorro individual 

con solidaridad, las administradoras son instituciones de carácter previsional y, 

como tales, se encuentran obligadas a prestar en forma eficiente, eficaz y 

oportuna todos los servicios inherentes a dicha calidad. Por lo tanto, serán 

responsables de los perjuicios que por su culpa leve se puedan ocasionar a los 

afiliados.” (Negrilla y subraya son mías) 

 

En armonía con la obligación citada, se desprende que la afiliación al RAIS en 

esencia es un vínculo de orden contractual en el que subyace el postulado de la 

buena fe, pero contrario a ello la AFP PROTECCIÓN S.A. con la omisión de 

orientación o asesoría y ausencia de información al demandante se desprende 

que no existió un consentimiento informado que diera paso a una afiliación libre y 

voluntaria; ya que su naturaleza, dadas sus características de profesionales en los 

servicios ofrecidos, se derivaba la obligación de proporcionar una información 

eficiente, eficaz y oportuna. En lo que atañe a este argumento el artículo 1603 del 

Código Civil, consagra: 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=33224
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=57509
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=57509


“ARTICULO 1603. EJECUCION DE BUENA FE. Los contratos deben ejecutarse de 

buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo que en ellos se expresa, sino a 

todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o 

que por ley pertenecen a ella.”    

 

De allí entonces, que el simple formulario utilizado normal y generalmente para 

establecer el vínculo entre el afiliado y los fondos privados de pensiones, no sea 

un documento idóneo para acreditar que hubo un consentimiento informado, 

que conduzca al efecto a determinar la eficacia de la elección.  

 

Aunado a lo enunciado, el Estatuto de la Seguridad Social Integral ha 

contemplado el derecho a la seguridad social como irrenunciable y como un 

servicio público obligatorio, así fuese prestado por entidades privadas. Por tanto, 

su dirección, coordinación y control está en cabeza del Estado, a modo de 

garante de tales prerrogativas. Para el efecto expongo la normativa aludida: 

 

“ARTICULO.  3º- Del derecho a la seguridad social. El Estado garantiza a todos los 

habitantes del territorio nacional, el derecho irrenunciable a la seguridad social.” 

(…) 

“ARTICULO. 4º- Del servicio público de seguridad social. La seguridad social es un 

servicio público obligatorio, cuya dirección, coordinación y control está a cargo 

del Estado y que será prestado por las entidades públicas o privadas en los 

términos y condiciones establecidos en la presente ley.” (…) 

 

De conformidad con lo anterior, es deber del Estado en sus diversos órdenes o 

mediante sus delegados en servicios públicos, garantizar que no se atente contra 

la libertad, dignidad o los derechos de los trabajadores, para esto inaplicando 

normas que sean lesivas de los mismos, en atención al postulado de favorabilidad 

enmarcado en el artículo 53 de la Constitución Política de 1991. En lo relativo a la 

aplicación preferencial el artículo 272 de la Ley 100 de 1993, expresa: 

 

“ARTICULO. 272.-Aplicación preferencial. El sistema integral de seguridad social 

establecido en la presente ley, no tendrá, en ningún caso, aplicación cuando 

menoscabe la libertad, la dignidad humana o los derechos de los trabajadores. 

En tal sentido, los principios mínimos fundamentales consagrados en el artículo 53 

de la Constitución Política tendrán plena validez y eficacia.” 

 

Así las cosas, por la omisión de suministrar una información completa, veraz y 

oportuna por parte de la AFP PROTECCIÓN S.A., con dirección a la demandante, 

se da en este caso un traslado de la carga de la prueba. Esto es, los demandados 

deberán probar que actuaron con diligencia en la data del formulario de 

afiliación, ofreciendo para ello una información documentada que permitiera a 

mi poderdante conocer todos los pormenores que le traía consigo el traslado al 

RAIS. 

 



Los argumentos expuestos guardan respaldo en cuanto a su interpretación, en 

línea jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación 

Laboral. Por tanto extraigo los siguientes apartes, así: 

 

SENTENCIA DEL 09 DE SEPTIEMBRE DE 2008, RAD. 31989, M.P. EDUARDO LÓPEZ 

VILLEGAS   

 

“Las administradoras de pensiones han de estar autorizadas para fungir como 

tales si cumplen una serie de requisitos que las cualifican, hacen parte del elenco 

de las entidades financieras, cumplen una actividad que en esencia es fiduciaria 

y han de ajustar su funcionamiento a los requerimientos técnicos propios para 

esta clase de establecimientos, pero bajo el entendido de que todos ellos han de 

estar ordenados a cumplir con la finalidad de prestar un servicio público de la 

seguridad social. 

 

“La doble condición  de las administradoras de pensiones, de sociedades que 

prestan servicios financieros y de entidades del servicio público de seguridad 

social, es compendiada en la calificación de instituciones de carácter previsional, 

que les atribuye el artículo 4° del Decreto 656 de 1994, y que se ha de traducir en 

una entidad con solvencia en el manejo financiero, formada en la ética del 

servicio público.   

 

“Ciertamente las administradoras de pensiones son en esencia fiduciarias del 

servicio público de pensiones, razón por la cual su comportamiento y 

determinaciones deben estar orientadas no sólo a alcanzar sus propias metas de 

crecimiento y beneficio, sino a  satisfacer de la mejor manera el interés colectivo 

que se realiza en cada persona que queda desprotegida por haberse cernido 

sobre sí una enfermedad o trauma que lo deja inválido, o la muerte sobre el 

miembro de la familia del cual depende, o sobre su afiliado cuando le llega el 

momento de su retiro de la vida productiva por imposición o disfrute de la vejez.  

 

“Las administradoras de pensiones lo son de un patrimonio autónomo propiedad 

de los afiliados, según lo prescribe el artículo 97 de la Ley 100 de 1993; la ley 

radica en ellas el deber de gestión de los intereses de quienes se vinculen a ellas, 

y cuyos deberes surgen desde las etapas previas y preparatorias a la 

formalización de su afiliación a la administradora. 

 

(…) “Por lo dicho es que la responsabilidad de las administradoras de pensiones es 

de carácter profesional, la que le impone el deber de cumplir puntualmente las 

obligaciones que taxativamente le señalan las normas, en especial las de los 

artículos 14 y 15 del Decreto 656 de 1994,  cumplirlas todas con suma diligencia, 

con prudencia y pericia, y además todas aquellas que se le integran por fuerza 

de la naturaleza de las mismas, como lo manda el artículo 1603 del C.C., regla 

válida para las obligaciones cualquiera que fuere su fuente, legal, reglamentaria 

o contractual. 

 

“La doctrina ha bien elaborado un conjunto de obligaciones especiales, con 

específica vigencia para todas aquellas entidades cuya esencia es la gestión 

fiduciaria, como la de las administradoras de pensiones, que emanan de la 

buena fe, como el de la transparencia, vigilancia, y el deber de información. 

 



“La información debe comprender todas las etapas del proceso, desde la 

antesala de la afiliación hasta la determinación de las condiciones para el disfrute 

pensional.  

 

“Las administradoras de pensiones tienen el deber de proporcionar a sus 

interesados una información completa y comprensible, a la medida de la 

asimetría que se ha de salvar entre un administrador experto y un afiliado lego, en 

materias de alta complejidad.  

   

“Es una información que se ha de proporcionar con la prudencia de quien sabe 

que ella tiene el valor y el alcance de orientar al potencial afiliado o a quien ya lo 

está, y que cuando se trata de asuntos de consecuencias mayúsculas y vitales, 

como en el sub lite, la elección del régimen pensional, trasciende el simple deber 

de información, y como emanación del mismo reglamento de la seguridad social, 

la administradora tiene el deber del buen consejo, que la compromete a un 

ejercicio más activo al proporcionar la información, de ilustración suficiente 

dando a conocer las diferentes alternativas, con sus beneficios e inconvenientes, 

y aún a llegar, si ese fuere el caso, a desanimar al interesado de tomar una 

opción que  claramente le perjudica. 

 

(…) “En estas condiciones el engaño, no solo se produce en lo que se afirma, sino 

en los silencios que guarda el profesional, que ha de tener la iniciativa en 

proporcionar todo aquello que resulte relevante para la toma de decisión que se 

persigue; de esta manera la diligencia debida se traduce en un traslado de la 

carga de la prueba del actor a la entidad demandada. (Negrilla y subraya son 

mías) 

 

“No desdice la anterior conclusión, lo asentado en la solicitud de vinculación a la 

Administradora de Pensiones que aparece firmada por el demandante, que su 

traslado al régimen de ahorro individual se dio de manera voluntaria, que “se 

realizó de forma libre, espontánea y sin presiones”, pues lo que se echa de menos 

es la falta de información veraz y suficiente, de que esa decisión no tiene tal 

carácter si se adopta sin el pleno conocimiento  de lo que ella entraña. 

 

“Se ha de señalar que la actuación viciada de traslado del régimen de prima 

media con prestación definida al de ahorro individual, no se convalida por los 

traslados de administradoras  dentro de este último régimen; ciertamente, la 

decisión de escoger entre  una y otra administradora de ahorro individual, no 

implica la ratificación de la decisión de cambio de régimen que conlleva 

modificar sensiblemente el contenido de los derechos prestacionales.” (Negrilla y 

subraya son mías) 

 

SENTENCIA SL12136 DEL 03 SEPTIEMBRE DE 2014, RAD. 46292, M.P. ELSY DEL PILAR 

CUELLO CALDERÓN. 

 

 

A juicio de esta Sala no podría argüirse que existe una manifestación libre y 

voluntaria cuando las personas desconocen sobre la incidencia que aquella 

pueda tener frente a sus derechos prestacionales, ni puede estimarse satisfecho 

tal requisito con una simple expresión genérica; de allí que desde el inicio haya 

correspondido a las Administradoras de Fondos de Pensiones dar cuenta de que 

documentaron clara y suficientemente los efectos que acarrea el cambio de 

régimen, so pena de declarar ineficaz ese tránsito. 



  

Solo a través de la demostración de la existencia de la libertad informada para el 

cambio de régimen, es que el juzgador podría avalar su transición; no se trata de 

demostrar razones para verificar sobre la anulación por distintas causas fácticas, 

sino de determinar si hubo eficacia en el traslado, lo que es relevante para entrar 

a fijar la pérdida o no de la transición normativa. Al juzgador no le debe bastar 

con advertir que existió un traslado al régimen de ahorro individual con 

solidaridad, sino que es menester, para la solución, advertir que la misma es 

válida, lo cual resulta un presupuesto obvio, máxime cuando esta Sala ha 

sostenido que el régimen de transición no es una mera expectativa. 

 

En perspectiva del literal b) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, es imperativo 

para el Juez que deba resolver sobre la viabilidad o no de la aplicación del 

régimen de transición, ante la existencia del traslado, no simplemente verificar los 

requisitos atrás descritos, sino, además dar cuenta sobre si el mismo se realizó 

bajo los parámetros de libertad informada.” (negrilla y subraya son mías) 

(…) 

 

Es menester puntualizar, que si bien es cierto que el accionante no está cobijado 

por la figura de la transición contemplada en la Ley 100 de 1993, ni por edad ni 

por tiempo de servicio, lo cierto es que esto no es un obstáculo que impida que se 

invierta la carga de la prueba, en la medida que son los Fondos Privados de 

Pensiones los que deben probar si actuaron con diligencia al instante de llenar un 

formulario de afiliación, diligencia que se traduce en una asesoría documentada, 

integra, inequívoca y proyectada. Ello encuentra piso legal en el régimen de la 

información financiera y comercial, que se encuentra regulado por el Estatuto 

Orgánico Financiero Decreto 663 de 1993, que en su artículo 97, impone a sus 

entidades vigiladas el deber de suministrar a los usuarios la información 

indispensable a fin de que se les permita mediante elementos de juicio claros y 

objetivos decidir sobre las mejores opciones que ofrece el mercado, que en el 

presente caso se traduce en el campo de las pensiones. De allí que el elemento 

de juicio claro y objetivo tratado por la norma, no es otro que un documento 

anexo con el formulario preimpreso de afiliación, en el que se detalle si su mejor 

opción era quedarse con el fondo público de pensiones, es decir, con el Régimen 

de Prima Media con Prestación Definida, que hoy en día es administrado por 

COLPENSIONES, o si por el contrario era el fondo privado de pensiones, esto es, 

PROTECCIÓN S.A. Dicho elemento de juicio, el consentimiento informado, brilla 

por su ausencia en el plenario. En armonía con la disposición en cita, a su turno el 

Decreto 656 del 24 marzo de 1994 “Por el cual se establece el régimen jurídico y 

financiero de las sociedades que administren fondos de pensiones” consagra: 

 

“Artículo 4º reza: .- En su calidad de administradoras del régimen de 

ahorro individual con solidaridad, las administradoras son instituciones de 

carácter previsional y, como tales, se encuentran obligadas a prestar en 

forma eficiente, eficaz y oportuna todos los servicios inherentes a dicha 

calidad. Por lo tanto, serán responsables de los perjuicios que por su culpa 

leve se puedan ocasionar a los afiliados.” 

 



En reciente jurisprudencia proferida por La Sala de Casación Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia,  se despejó el tema consistente en que si para quienes no 

estuvieran en transición les era aplicable la línea jurisprudencial que trata el tema 

de la ineficacia de la afiliación por ausencia de consentimiento al no darse una 

completa información documentada, para ello destacó que también les era 

aplicable. A continuación reproduzco el aparte del precedente vertical en 

cuestión: 

 
Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral, M.P. Clara Cecilia Dueñas 

Quevedo, SL1452-2019 del 03 de abril de 2019, Radicación n.° 68852. 

 

• “El alcance de la jurisprudencia de esta Corporación en torno a la ineficacia del 

traslado – No es necesario estar ad portas de causar el derecho o tener un 

derecho causado. 

La Corte considera necesario hacer una precisión frente al razonamiento del 

Tribunal según el cual no hubo ninguna omisión por parte del fondo de pensiones 

accionado, puesto que la demandante no contaba con una expectativa pensional 

en atención al número de semanas cotizadas.  

 

Tal argumento es equivocado, puesto que ni la legislación ni la jurisprudencia 

tiene establecido que se debe contar con una suerte de expectativa pensional o 

derecho causado para que proceda la ineficacia del traslado a una AFP por 

incumplimiento del deber de información.  

 

De hecho, la regla jurisprudencial identificable en las sentencias CSJ SL 31989, 

9 sep. 2008, CSJ SL 31314, 9 sep. 2008 y CSJ SL 33083, 22 nov. 2011, así como en las 

proferidas a la fecha CSJ SL12136-2014, CSJ SL19447-2017, CSJ SL4964-2018 y CSJ 

SL4989-2018, es que las administradoras de fondos de pensiones deben suministrar al 

afiliado información clara, cierta, comprensible y oportuna de las características, 

condiciones, beneficios, diferencias, riesgos y consecuencias del cambio de régimen 

pensional y, además, que en estos procesos opera una inversión de la carga de la 

prueba en favor del afiliado.  

 

Lo anterior, se repite, sin importar si se tiene o no un derecho consolidado, se 

tiene o no un beneficio transicional, o si está próximo o no a pensionarse, dado que la 

violación del deber de información se predica frente a la validez del acto jurídico de 

traslado, considerado en sí mismo. Esto, desde luego, teniendo en cuenta las 

particularidades de cada asunto. 



 

De acuerdo con lo expuesto, el Tribunal cometió todos los errores imputados, 

primero, al sustraerse de su deber de verificar si la AFP brindó al afiliado información 

necesaria y objetiva sobre las características, riesgos y consecuencias del traslado; 

segundo, al plantear que la suscripción del formulario de afiliación era suficiente para 

materializar el traslado; tercero, al invertir la carga de la prueba en disfavor de la 

demandante y, cuarto, al supeditar su ineficacia a que el afiliado tuviese una suerte 

de derecho consolidado o proximidad a pensionarse.” (…) 

 

Relevante es traer a colación el estudio efectuado por el doctrinante Carlos 

Alberto Chinchilla Imbett, quien se desempeña como Auxiliar de investigación del 

Departamento de Derecho Civil, Universidad Externado de Colombia, que 

conceptuó para la Revista de Derecho Privado No. 21 edición de julio a 

diciembre de 2011, lo siguiente: 

 

“EL DEBER DE INFORMACIÓN CONTRACTUAL Y SUS LÍMITES   

I. La naturaleza de las relaciones negociales contemporáneas como justificación 

para el estudio del deber de información 

…  mientras que en los tiempos modernos, debido a la complejidad de las 

relaciones, a la especialidad de las prestaciones y la amplitud o diversificación de 

productos y servicios se hace imperativa la exigibilidad del deber de información, 

al punto que brindar dicha información sobre los aspectos trascendentales del 

negocio que permitan ilustrar a la contraparte sobre la conveniencia del mismo se 

erige en un requerimiento que está a la orden del día. Así las cosas, el deber de 

información contractual, se convierte en un tema de gran envergadura, que 

adquiere cada vez mayor entidad, en cuanto incide en la legitimidad del 

contrato, el contenido de las obligaciones de las partes y la propia interpretación 

del negocio. 

II. El deber de información contractual es una obligación emanada de la buena fe 

La buena fe es una regla relacional de comportamiento, cuyo contenido es 

objetivo y su entendimiento va siempre en función de la tutela de ambas partes 

en el contrato, o sea en garantía de la confianza de que mutuamente seguirán 

los postulados de buena fe. Por ello, no se la puede tomar con una elasticidad 

que le permita al obligado comportarse según su mejor saber o entender, con 

sacrificio del interés ajeno1. El sujeto debe actuar con lealtad y corrección plenas, 

de acuerdo con los patrones generales de conducta y, en cada caso en 

particular, de conformidad con los más estrictos que impone la naturaleza del 

contrato en cuestión. La buena fe contractual, como norma de comportamiento 

extiende autoridad y orientación a todo el ámbito contractual, convirtiéndose en 

una columna importante del contrato2. 

… Es por ello que son deberes naturales del contrato y que por virtud de la fuerza 

integradora de la buena fe se entienden incorporados a él los deberes de la 

obligación de información, de lealtad, de trasparencia, de claridad, de 

diligencia, de vinculación al pacto celebrado atendiendo el interés de las partes, 



de cooperación, de solidaridad, de no contrariar los actos propios etc.7. En fin, 

una forma de aplicar el principio de la buena fe a la relación contractual 

atendiendo a su función integradora, es afirmando la existencia de deberes 

contractuales que, aunque no han sido explicitados, se integran a la obligación 

principal declarada en el contrato o a su propósito práctico, como es el caso del 

deber de información contractual. 

III. Desigualdad de conocimientos entre los contratantes y robustecimiento del 

consentimiento como razón de ser del deber de información contractual 

La obligación de informar encuentra su razón de ser en dos supuestos. Por una 

parte, la desigualdad de conocimientos entre los contratantes10, cuyo 

cumplimiento pretende lograr el restablecimiento de la igualdad entre las partes 

evitando el ejercicio abusivo de posiciones dominantes; y por la otra, formar 

adecuadamente el consentimiento del contratante11 en cuanto el cumplimiento 

del deber de información robustece dicho consentimiento al permitir su 

formación. 

… En aquellos eventos en que la relación contractual se establece entre un 

profesional y un inexperto, la obligación de informar a cargo del profesional se 

hace más evidente. Ello debido a la necesidad de reequilibrar la relación 

mediante la exigencia de protección de la parte débil; al efecto se ha construido 

una presunción de ignorancia legítima consistente en que por el solo hecho de su 

condición, su conocimiento es precario, situación ésta que exige una mayor 

rigurosidad de la obligación de informar que recae sobre el profesional respecto 

de su contraparte13. 

… La información suministrada de forma clara, oportuna y transparente, 

determina el consentimiento, a través de la influencia que ejerce sobre el 

contratante en la toma de la decisión de contratar o no, y en caso de contratar 

bajo las condiciones que, según la información suministrada, sean favorables y 

protectoras de los intereses de ambas partes, así mismo en aquella situación en la 

que haya sido celebrado el contrato se puedan ejecutar las obligaciones 

teniendo en cuenta las circunstancias que rodearon la relación contractual en 

particular respetando los cánones del principio general de la buena fe. 

La información comunicada deficientemente o en su defecto no comunicada, 

perturba el consentimiento, la voluntad común y enrarece la atmósfera 

contractual de forma tal que si ella se presenta en la formación del contrato, 

generaría un vicio desde la génesis, es por ello que el contenido del deber de 

informar se extiende a la información que sea relevante y suficiente en miras a la 

toma de una decisión, de manera que cuando se contrate se tengan todos los 

elementos de juicio necesarios que determinen un consentimiento pleno y sin vicio 

alguno. 

Así pues, el cumplimiento del deber de información permite actuar en pleno uso 

de la libertad contractual en cuanto facilita decidir la conveniencia del negocio, 

prevenir los riesgos, determinar el alcance de las obligaciones y derechos 

asumidos. Exigir una información completa, clara y veraz no supone inhibir la 

autonomía contractual, muy al contrario, se erige en una garantía del principio de 

la autonomía privada, promueve la igualdad real entre los contratantes y el 

equilibrio de las fuerzas en aras del logro de la justicia contractual. 

A. Claridad El contratante debe evitar un lenguaje ambiguo que no pueda ser 

comprendido a cabalidad por la contraparte14, por ello se puede entender que 

la claridad significa expresar de manera inequívoca el contenido íntegro y 

enteramente comprensible de la operación económica proyectada. ello permite 



evitar cualquier ambigüedad lingüística o conceptual, de forma tal que el 

contenido del futuro contrato y el objeto sobre el cual recae sean evidenciados 

de forma tal que no se tenga duda sobre su significado e interpretación15. A fin de 

lograr tal claridad, se debe evitar el uso de vocablos que tengan una doble 

significación o una comprensión conceptual de difícil aprehensión, además de 

precaver que la contraparte no encuentre dentro del contrato disposiciones que 

le generen malentendidos16, de manera tal que se le permita el correcto 

entendimiento de las palabras y por consiguiente, la comprensión del sentido y 

alcance de lo que se quiere y de aquello de lo que se obliga. 

… Además, otra circunstancia que debe ser considerada a fin de lograr la 

claridad de la información, es la posibilidad de que el destinatario utilice y se 

apropie de la información comunicada, pues ésta le debe ser presentada de 

forma que sea accesible a su capacidad y a sus posibilidades, para que así 

pueda aprovecharse de los beneficios de encontrarse debidamente informado, 

esto es, de tener un consentimiento ilustrado. Los contratantes deben rechazar el 

lenguaje susceptible de no ser comprendido por la contraparte, es decir: existe la 

obligación de hablar claro, de expresar los intereses de manera precisa, para que 

así deba estarse a la pura y real intención de los contratantes20 y no correr con la 

suerte de soportar las consecuencias nocivas de incumplir con el deber de 

claridad. 

… B. Oportunidad La información deberá ser trasmitida de manera que produzca 

efectos beneficiosos en quien la recibe. Esto es, deberá ser comunicada a la 

contraparte en el momento indicado para que pueda tomar la decisión de 

contratar y determinar la conveniencia o no de ejercer su libertad contractual y 

las condiciones en las que la ejercerá. Si la información es entregada 

tardíamente, se priva al destinatario acreedor de la misma de las bondades de 

ésta en la medida en que la toma de la decisión de contratar se habrá realizado 

sin que medie verdadera reflexión sobre la conveniencia del negocio, lo que a la 

postre permitiría invocar la sanción de la falta de consentimiento en el negocio 

contratado. 

…  C. Transparencia La información trasparente se concreta en la posibilidad de 

que el destinatario pueda tener un conocimiento de tal calidad que le permita 

efectuar una elección razonable y consciente, puesto que conoce de primera 

mano y totalmente las circunstancias sobre la relación negocial y todas sus 

vicisitudes. La información trasparente ha de ser completa, suficiente y exacta. 

… Por su parte, la suficiencia de la información, en el caso del derecho del 

consumidor, se concreta en la posibilidad que tiene el consumidor o usuario de 

poseer un conocimiento apto sobre las características básicas del producto o del 

servicio y de las condiciones para la adquisición, de tal forma que le permita 

efectuar una elección razonable entre los diferentes productos o servicios que le 

ofrezcan27. 

… .En síntesis, la información transparente estará determinada por el cumplimiento 

del "deber legal de declarar y hacerlo sinceramente"28 y entregar una información 

verdadera y sin datos reservados que pueden llegar a ser relevantes a la 

contraparte, de manera que tal información sea suficiente para formar un 

consentimiento apto para la celebración del contrato. 

V. Las cualidades de los sujetos contratantes son determinantes para establecer el 

alcance del deber de información. Las cualidades de los sujetos contratantes son 

importantes en pro de determinar el alcance que ha de darse al cumplimiento 

del deber de información en el iter contractual, por cuanto es diferente la 



información que debe ser suministrada por un profesional o un sujeto cualificado 

en una relación obligacional29, a la información que debe entregar una persona 

que ostenta una "presunción de ignorancia legítima"30 debido a las condiciones 

cognoscitivas, sociales y las circunstancias fácticas en las que ella se encuentra 

con relación a su contraparte, esto sin desmedro de la obligación de 

colaboración y diligencia que generan los contratos por aplicación del principio 

general de la buena fe. 

…. Por lo tanto, el carácter de especialista o no de una de las partes contratantes 

o su posición privilegiada respecto a su contraparte hace que se acreciente el 

deber de información y sea más riguroso al momento de su exigencia. Por tal 

razón, al ilustrado en las materias objeto del contrato se le exigirá que tome la 

iniciativa y un punto de cumplimiento más severo33, caso contrario del neófto que 

espera ser informado, siempre y cuando cumpla con su deber de diligencia para 

informarse. 

A. El carácter profesional de una de las partes exige el deber de asesoría como 

complemento del deber de información 

El deber de asesoría permite que la parte débil exija de su contraparte fuerte, 

informada e ilustrada, la iniciativa no solo de informar lo que de la naturaleza de 

la relación pueda emanar sino también de orientar sobre la conveniencia o no 

del negocio o sobre las particularidades de las condiciones del mismo, 

atendiendo las circunstancias técnicas y especificaciones del negocio; lo que 

implica el deber de consejo y orientación al "ignorante legítimo" a fin de que este 

último tome una decisión en las condiciones óptimas de ilustración y asesoría34. En 

otras palabras, la relación existente entre quien conoce y quien ignora presenta 

de manifiesto una desigualdad, situación que le exige al profesional o al 

conocedor informar al ignorante legítimo de todo aquello que por razones 

científicas o técnicas su contraparte desconoce, al punto que tendrá que 

informar lo ordinario y normal, como además deberá asesorarlo y aconsejarlo de 

modo que quede enterado de circunstancias relativas a la relación negocial y 

específicamente de la cosa que pretenden adquirir o sobre el cual recae el 

objeto del contrato, para que le permita el real conocimiento y prevención del 

contratante respecto de las cualidades y circunstancias que lo rodean35. 

Con lo anterior, consideramos que el deber de asesoría se debe entender de 

manera dinámica, por lo que requiere no solo que el obligado suministre una 

ilustración más acabada y precisa, esto es, comunique sobre antecedentes y 

experiencias, sino que además presente su opinión de profesional sobre las 

conveniencias o no del negocio, específicamente como sucede en las relaciones 

de confianza36.” 

 

De la lectura de la normatividad vigente que rige la materia, los alcances  

jurisprudenciales proferidos por la Corte Suprema de Justicia en su Sala Casación 

Laboral, y la postura de la doctrina académica, se pueden ubicar los 

razonamientos de derecho discurridos por la suscrita en este capítulo, que se 

concatenan con las omisiones en las que incurrió la ADMINISTRADORA DE FONDO 

DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. En tal medida es visible tanto en el 

documento de Historia Laboral expedida el 03 de septiembre de 2019 por la AFP 

Protección S.A. (aportado en calidad de prueba en esta demanda), que tiene un 

valor aproximado de $162.259.551, razón por la cual según las previsiones del 

artículo 64 de Ley 100 de 1993 el capital requerido para financiar u obtener una 



pensión de vejez en el RAIS debe ser superior al 110% del salario mínimo mensual 

vigente. Si partimos de dicho ahorro en su cuenta individual, y en suma que al 

momento de la proyección cuenta con 62 años de edad cumplidos, siendo 

merecedor a una pensión de $828.116, en cambio en el régimen de prima media 

con prestación definida con su tasa de reemplazo respectiva,  aunado a que 

cuenta con 1253,14 semanas cotizadas al sistema, saldría con una pensión de $ 

1.800.000 dando una diferencia de $971.884 

 

SIMULACION     

IBL 2019 

PENSION 

COLPENSIONES 

APROXIMADO 

PENSION AL 

2019 - CUENTA 

DE AHORRO A 

LA FECHA 
DIFERENCIA 

MENSUAL 

$3.000.000 $1.800.000  $         828.116 $971.884 

 

 

VII. PRUEBAS 

DOCUMENTALES 

  

- Fotocopia de la cédula de ciudadanía del demandante.  

 

- Poder para actuar. 

 

- Historia Laboral expedida por la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., con fecha del 03 de septiembre de 2019. 

 

- Formulario de afiliación No. 0864197 del 06 de septiembre de 1995, de SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. 

 

- Derecho de petición del 08 de noviembre de 2019, presentado ante la AFP 

PROTECCIÓN S.A.  

 

- Respuesta contenida en el Oficio No. CAS-5211755-J4R2H8 de fecha 13 de 

noviembre de 2019 por parte de la AFP PROTECCIÓN S.A. 

 

- Derecho de petición del 08 de noviembre de 2019, presentado ante 

COLPENSIONES.  

 

-  Respuesta contenida en el Oficio No. 2019_13249923-20865517 con fechado del 

01 de octubre de 2019 emanado por COLPENSIONES. 

 

- Certificado de existencia y representación legal de SOCIEDAD ADMINISTRADORA 

DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. 

 

 

CARGA DE LA PRUEBA 

 



Le ruego muy respetuosamente señor(a) juez, con fundamento en el artículo 167 

del Código General del Proceso aplicable por expresa remisión del artículo 145 

del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, determine que a 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍA PROTECCIÓN S.A. le 

compete probar la situación fáctica encaminada a demostrar que cumplieron 

con los deberes de orientar de manera documentada acerca de las ventajas o 

riesgos que impliquen el traslado de régimen pensional. Lo dicho, en sujeción a lo 

dispuesto por el artículo 97 del Decreto 693 de 1993 modificado por el artículo 23 

de la Ley 795 de 2003; canon normativo que en su texto original decía: 

 

“Las entidades vigiladas deben suministrar a los usuarios de los servicios 

que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia 

en las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de 

elementos de juicio claros y objetivos, escoger las mejores opciones del 

mercado.” 

 

Como se indicó en el capítulo de “Fundamentos y Razones de Derecho”, las AFP 

prenombradas al tener la categoría de Sociedades de Servicios Financieros (art. 3 

del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero) estaba en su cabeza dar cabal 

cumplimiento del deber citado, por tanto, a ellas les compete probar dicha 

circunstancia.      

 

 

INTERROGATORIO DE PARTE 

 

Representante legal de la Administradora de Fondo Pensiones y Cesantías 

Protección S.A., el cual puede ser ubicado en la siguiente dirección: Calle 49 No. 

63-100 Medellín, Antioquia. accioneslegales@proteccion.com.co 

 

VIII. ASUNTO SIN CUANTÍA 

 

Me permito señalar que la presente demanda trata de un asunto que no  es 

susceptible su fijación de cuantía, en vista que su intención es declarar la 

anulación de la afiliación en el RAIS y, como consecuencia de ello, se condene al 

traslado inmediato de la afiliación de la demandante al Régimen de Prima Media 

con Prestación Definida. Lo anterior de conformidad con el artículo 13 del Código 

de Procedimiento del Trabajo y de la Seguridad Social. 

 

 

IX. PROCESO 

 

La presente demanda debe tramitarse a través de proceso ordinario laboral de 

primera instancia. 

 

 

X. COMPETENCIA 

mailto:accioneslegales@proteccion.com.co


 

Es de su competencia señor(a) juez, en sujeción a lo regulado por el artículo 11 

del C.P.T.S.S. el cual fue modificado por el artículo 3 de la Ley 712 de 2001, habida 

cuenta que la reclamación del derecho objeto de la litis fue surtido en la Oficina 

de Armenia/Quindío de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍA PROTECCIÓN S.A., entidad que actualmente detenta los valores de la 

cuenta de ahorro individual.  

 

 

XI. ANEXOS 

 

Los documentos relacionados en el capítulo de pruebas, traslados, y copia digital 

de la demanda y sus anexos en medio digital.  

 

 
XII. NOTIFICACIONES 

La demandante: Recibirá notificaciones, Carrera 3 No. 5-37 Barrio Obrero, 

ubicado en Salento, Quindío.   

La suscrita: recibirá notificaciones en la Carrera 13 Numero 21-58, Oficina 202, 

Centro Comercial Verona, de Armenia Q, celular 3154764935, correo electrónico: 

linamarcelacaicedo@hotmail.com  

El demandado: Administradora de Fondo de Pensiones y Cesantía Protección 

S.A., las recibirá en la siguiente dirección: Calle 49 No. 63-100 Medellín, Antioquia. 

accioneslegales@proteccion.com.co 

 

Tercero Interesado: Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones), 

Calle 21 Número 16-40B L-3, Teléfono 018000410909. Armenia, Quindío. 

notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co 

 

Del señor juez; atentamente, 

 

 
 

 

LINA MARCELA CAICEDO OROZCO 

C.C. No. 41.941.001 de Armenia 

mailto:linamarcelacaicedo@hotmail.com
mailto:accioneslegales@proteccion.com.co


T.P. No. 114.287 del C.S.J.  
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SUBSANACIÓN DE LA DEMANDA E INTEGRADA CON TODOS SUS ANEXOS. RAD.
202000092

lina marcela caicedo orozco <linamarcelacaicedo@hotmail.com>
Mar 22/09/2020 2:46 PM

Para:  Juzgado 03 Laboral - Quindio - Armenia <j03lctoarm@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Natalia Andrea Sepulveda Ruiz
<accioneslegales@proteccion.com.co>; notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
<notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co>

2 archivos adjuntos (21 MB)

Demanda Laboral con Anexos - Wilson Alberto Araque Hurtado.pdf; AUTO 2020-00092 ESTADO SEPTIEMBRE 15.pdf;

Señor: 
JUEZ TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO. 
Armenia, Quindío. 
 
Demandante: WILSON ALBERTO ARAQUE HURTADO 
Demandado: AFP Protección S.A.  
Tercero Interesado: COLPENSIONES. 
Radicación: 63001310500320200009200. 
Asunto: Informe de corrección con demanda subsanada e integrada.  
 
Por medio del presente correo electrónico, muy respetuosamente señor juez me permito
informarle que se envía la demanda subsanada e integrada en un solo escrito, de conformidad
con los defectos señalados en el Auto del 14 de septiembre de 2020, publicado en el estado
electrónico del día 15 del mismo mes y año, para lo cual se corrigió:  
 
- Se presenta nuevo poder con la corrección del número cédula de ciudadanía del demandante.
Pero se presenta de acuerdo con las previsiones contenidas en el artículo 5 del Decreto 806 de
2020 expedido por el Gobierno Nacional, bajo el entendido que dicho documento se envió
como mensaje de datos desde el correo electrónico del demandante, con la indicación del
correo electrónico de la suscrita apoderada, buzón que se encuentra debidamente inscrito en la
plataforma dispuesta por el Consejo Superior de la Judicatura.

- Cumpliendo con las previsiones del artículo 6 del Decreto 806 de 2020, se imprimió en el
capítulo de “Notificaciones” el correo electrónico donde puede ser notificado
el demandante, Wilson Alberto Araque Hurtado, así como también quedaron impresos los
canales electrónicos donde pueden ser notificados tanto la AFP Protección S.A. y
COLPENSIONES. 

- Asimismo con el presente mensaje de datos se acredita que la demanda subsanada e
integrada con sus anexos, y que fueron enviados a las direcciones electrónicas dispuestas por
la AFP Protección S.A. y por COLPENSIONES para recibir notificaciones electrónicas para
trámites judiciales. Ello guarda soporte con el envío simultáneo del presente correo electrónico
a los buzones para mensajes de la entidad demandada y del tercero interesado, que contiene
en suma el auto de inadmisión del 14 de septiembre de 2020, publicado en el estado del día 15
del mismo mes y año.

Por favor acusar de recibo el presente correo electrónico.
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Del señor Juez,

Att.
LINA MARCELA CAICEDO OROZCO
Abogada especialista en Legislación Tributaria
y Seguridad Social
Edificio Valorización Calle 21 Nro 13-51 oficina 403
WhatsApp 315 476 49 35
Atendemos y damos respuesta en horario de Oficina
Horario de Lunes a Viernes
de 8 am a 12 pm y de 2 pm a 5 pm

De: Wilson Araque <waraque08@gmail.com>
Enviado: lunes, 21 de sep�embre de 2020 11:04 a. m.
Para: linamarcelacaicedo@hotmail.com <linamarcelacaicedo@hotmail.com>
Asunto: Fwd: PODER JUDICIAL
 

---------- Mensaje reenviado ---------
De: lina marcela caicedo orozco <linamarcelacaicedo@hotmail.com>
Fecha: El lun, 21 de sep. de 2020 a la(s) 11:03 a. m.
Asunto: PODER JUDICIAL
Para: waraque08@gmail.com <waraque08@gmail.com>

mailto:linamarcelacaicedo@hotmail.com
mailto:waraque08@gmail.com
mailto:waraque08@gmail.com
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Att.

LINA MARCELA CAICEDO OROZCO

Abogada especialista en

Legislación Tributaria
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y Seguridad Social

Edificio Valorización Calle 21 Nro 13-51 oficina 403

WhatsApp 315 476 49 35

Atendemos y damos respuesta en horario de Oficina

Horario de Lunes a Viernes

de 8 am a 12 pm y de

2 pm a 5 pm
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Señor: 
JUEZ TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO. 

Armenia, Quindío. 

 

  Radicación: 63001310500320200009200.  
 

 

I.DESIGNACIÓN DE LAS PARTES. 

 

Demandante:  WILSON  ALBERTO  ARAQUE  HURTADO,  mayor  de  edad,  mayor  de 

edad,  domiciliado  en  Salento,  Quindío  identificado  con  cédula  de  ciudadanía 

NÚMero 4.564.696 

 

Apoderada judicial de la parte demandante: LINA MARCELA CAICEDO OROZCO, 

identificada con la cédula de ciudadanía Nro. 41’941.001 de Armenia Quindío y 

con Tarjeta Profesional Nro. 114287 Del C.S.J. 

 
Demandado: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIA 

PROTECCIÓN S.A., entidad del orden privado, con personería jurídica, identificada 

con el NIT 800.138.188-1, que opera como administradora del régimen de ahorro 

individual en pensiones. 

 
Tercero Interesado: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES 

(COLPENSIONES), Empresa Industrial y Comercial del Estado organizada como 

entidad  financiera  de  carácter  especial,  vinculada   al   Ministerio   de   

Trabajo, entidad administradora del Régimen de prima media con prestación 

definida, representada legalmente por el señor MAURICIO OLIVERA GONZALEZ o 

quien haga sus veces, domiciliada en la ciudad de Bogotá. 

 

III. PROCESO. ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA. 

 

IV. DECLARACIONES Y CONDENAS. 
 

PRIMERA: Se declare la anulación o la ineficacia del traslado de WILSON ALBERTO 

ARAQUE HURTADO al régimen de ahorro individual con solidaridad administrado 

por ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIA PROTECCIÓN S.A., 

por no estructurarse un consentimiento informado por parte del demandante, en 

atención a la ausencia de la documentación que proyectara las desventajas de 

su traslado. Como se expuso en el capítulo de “HECHOS Y OMISIONES” así como 

también por lo señalado en el capítulo de “FUNDAMENTOS Y RAZONES DE 

DERECHO”. 

 
SEGUNDA:  En  consecuencia  con  las  anteriores  declaraciones,  condénese  a 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIA PROTECCIÓN S.A.,  a que 

realicen todas las gestiones administrativas tendientes al regreso automático o 

traslado de la afiliación del señor WILSON ALBERTO ARAQUE HURTADO al Régimen 

de Prima Media con Prestación Definida administrado actualmente por la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES -. 



TERCERA: Concomitantemente, condénese a la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTIA PROTECCIÓN S.A. a que devuelvan todas las sumas de 

dinero recibidas con motivo de la afiliación del señor WILSON ALBERTO ARAQUE 

HURTADO, como lo son: Cotizaciones, Bonos Pensionales, y otros, con los 

respectivos rendimientos financieros e intereses moratorios; con dirección al 

Régimen de Prima Media con Prestación Definida el cual es administrado por la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES (COLPENSIONES). 

 
CUARTA: Que se condene a la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTIA PROTECCIÓN S.A. al pago de las costas y agencias en derecho del 

proceso. 

 

V. HECHOS. 

 

1. La vida laboral de mi poderdante comenzó en el sector PÚblico, donde prestó 

sus servicios laborales al Municipio de Pereira desde el mes de enero de 1991 

hasta el mes de febrero de 1995, cuyos sus aportes fueron conducidos a la 

administradora de pensiones adscrita al régimen de prestación definida, tal y 

como reposa en su historia laboral. 

 

2. En el mes de septiembre del año 1995 se vinculó con el Departamento de 

Risaralda, segÚn aparece en su historia laboral. 

 

3. Al interior del vínculo laboral precitado, fue afiliado al Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad mediante un simple formulario preimpreso. En dicho 

instante NO se le ofreció una información objetiva y documentada por parte de 

un asesor de servicios de la AFP PROTECCIÓN S.A., bajo el entendido que se le 

extendiera una asesoría tendiente a indicarle las ventajas y desventajas que 

traían consigo el traslado de régimen pensional. Por tal motivo la afiliación al RAIS 

adolece del consentimiento por lo que se entiende que el traslado es ineficaz. 

Máxime cuando sus vínculos laborales datan con anterioridad a la expedición y 

vigencia de la Ley 100 de 1993, por lo que sin lugar a dudas se hallaba adscrito al 

Régimen de Prima Media con Prestación Definida. 

 

4. Debido a las falencias en sus deberes en que incurrió la entidad demandada, 

Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantía PROTECCIÓN S.A., mi 

poderdante radicó derecho de petición el 08 de noviembre de 2019, con el 

objeto de reclamar todas las irregularidades antes enunciadas y, en tal sentido, 

obtener pronunciamiento de la entidad acerca de la ineficacia de la afiliación, 

en razón a que el traslado no fue informado y documentado. 

 

5. través del Oficio No. CAS-5211755-J4R2H8 de fecha 13 de noviembre de 2019, 

el Fondo de Pensiones y Cesantías PROTECCIÓN S.A. dio respuesta a la petición 

antes dicha, porque segÚN ellos el consentimiento se da con el simple formato de 

afiliación. Además, manifiestan que en lo inherente a la información sobre las 

ventajas o desventajas del traslado del RPDM al RAIS, segÚN ellos, esta obligación 

surgió con una ley que es muy posterior a la data de la afiliación de la 



accionante. Ahora bien, del contenido de la aludida respuesta se puede 

observar un vacío en lo referente a la información y asesoría documentada 

realizada al instante en que se diligenció el formulario de afiliación, por ello el 

reproche omisivo que se endilga gravita al interior de las circunstancias que 

originaron el traslado de régimen pensional, y con ello se demuestra que no se dio 

bajo ninguna óptica una libertad documentada y personal que atendiera a una 

decisión informada y consiente respecto del traslado entre operadoras del RAIS,  

lo que conllevó a que se le vulnerara el derecho a una información objetiva, 

integra e inequívoca, que le diera los elementos indispensables que le permitieran 

efectuar un juicio de valor, en lo atinente a las ventajas o desventajas que le 

produjo el cambio de régimen pensional. En vista de la mentada ausencia, es 

que se halla viciada la afiliación por no haberse concertado el consentimiento, lo 

que da lugar a su ineficacia e inexistencia. 

 

6. Mi mandante el 01 de octubre de 2019 radicó derecho de petición ante la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES (COLPENSIONES), con el ánimo de 

poner en conocimiento todas las anomalías acontecidas en la afiliación con las 

diferentes operadoras adscritas al RAIS, y en efecto, con base en ello, solicitando 

de nuevo la afiliación al Régimen de Prima Media con Prestación Definida, 

pidiendo además que requirieran a la actual administradora que la cuenta de 

ahorro individual, esto es, a la AFP PROTECCIÓN S.A., para lo pertinente  en 

gestión y así lograr la efectividad del traslado. 

 

7. A través del Oficio No. 2019_13249923-20865517 con fechado del 01 de octubre 

de 2019, COLPENSIONES emanó respuesta a la solicitud, describiendo 

someramente que ésta no era procedente. 

 

VI. FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO 

 

Para empezar es propicio hacer claridad que la accionante antes de entrar en 

vigencia la Ley 100 de 1993 se encontraba afiliado al sistema de seguridad social 

en  pensiones  administrado  por  el  fondo  previsional  que  para  la  época  de  los 

hechos   se   conducían   su   aportes   para   la   seguridad   social.   Dichos   fondos 

previsonales   de   seguridad   social   por   ministerio   de   la   Ley   100   de   1993   se 

encontraban  temporalmente  habilitado  para  administrar  el  régimen  de  prima 

media  con  prestación  definida,  mientras  durara  la  existencia  del  mismo.  Así  lo 

precePTÚA el siguiente canon legal: 

 
LEY 100 DE 1993 

 

ARTÍCULO 52. ENTIDADES ADMINISTRADORAS. El régimen solidario de prima media 

con prestación definida será administrado por el Instituto de Seguros Sociales. 

Las cajas, fondos o entidades de seguridad social existentes, del sector público o 

privado, administrarán este régimen respecto de sus afiliados y mientras dichas 

entidades subsistan, sin perjuicio de que aquéllos se acojan a cualesquiera de los 

regímenes pensionales previstos en esta Ley. (…) 



En igual sentido el Decreto 692 de 29 de marzo de 1994, señaló: 

“Artículo 34. Entidades administradoras del régimen de prima media. El régimen 

solidario de prima media con prestación definida será administrado por el Instituto 

de Seguros Sociales, así como por las cajas, fondos o entidades de previsión social 

existentes al 31 de marzo de 1994, mientras subsistan. En todo caso, las entidades 

diferentes del ISS, sólo podrán administrar el régimen respecto de las personas que 

a 31 de marzo de 1994 fueren sus afiliados, no pudiendo en consecuencia recibir 

nuevos afiliados a partir de dicha fecha. (…) 

Bajo la anterior línea de existencia de las cajas o fondos adscritos a la seguridad 

social  en  pensiones  previa  a  la  promulgación  y  vigencia  del  nuevo  Estatuto  de 

Seguridad  Social  Integral,  se  dejó  previsto  en  su  normativa  que  después  de  la 

vigencia del estatuto ibídem, no podrían recibir nuevos afiliados.   En ese sentido, 

el  Decreto  2196  del  12  de  junio  de  2009  dispuso  la  liquidación  y  supresión  y 

liquidación de la Caja Nacional de Previsión Social – CAJANAL -, y en sujeción al 

contenido  de  su  artículo  4,  ordenó  el  traslado  de  sus  afiliados  al  Instituto  de  los 

Seguros Sociales ISS  (hoy COLPENSIONES), por lo que  en la  actualidad se  hallan 

inscritos en este Último fondo. Reproduzco la disposición legal: 

“Artículo 4°.Del traslado de afiliados. La Caja Nacional de Previsión Social, 

Cajanal, EICE, en Liquidación, deberá adelantar todas las acciones necesarias 

para el traslado de sus afiliados cotizantes, a más tardar dentro del mes siguiente 

a la vigencia del presente decreto, a la Administradora del Régimen de Prima 

Media del Instituto de Seguro Social - ISS. Igualmente, deberá trasladar a dicha 

entidad los conocimientos sobre la forma de adelantar el proceso de 

sustanciación de los actos administrativos de reconocimiento de pensión de estos 

afiliados cotizantes, en la medida en que se trata de servidores públicos, para lo 

cual, estas entidades fijarán las condiciones en la que se realizará dicho  

traslado.” 

Este punto es de cardinal atención antes de entrar a analizar los pormenores de la 

ineficacia del traslado, dado que es diáfano que se dio un traslado de régimen 

pensional. Y que, bajo la óptica de la figura de la ineficacia, produce como 

consecuencia directa que las cosas vuelvan a su estado natural; es decir, se da 

una inexistencia de la afiliación en el Régimen de Ahorro Individual con 

Solidaridad, lo que genera el regreso inmediato al Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida, que en la actualidad sólo es administrado por COLPENSIONES, 

antes ISS. 

 

Remitiéndonos a la normativa que contempla la afiliación al Régimen de Ahorro 

Individual    con    Solidaridad,    y    de    las    obligaciones    en    cabeza    de    las 

Administradoras de Fondos Pensionales circunscritas a dicho régimen, por expresa 

delegación  legal,  como  también  de  su  calidad  de  entidades  de  carácter 

fiduciario, tenemos como uno de sus pilares el principio general de la eficiencia, 

que rige las relaciones del sistema de seguridad social integral, que precePTÚA: 

 
ARTICULO. 2º- Principios. El servicio público esencial de seguridad social se 

prestará con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, 

integralidad, unidad y participación: 



a) Eficiencia. Es la mejor utilización social y económica de los recursos 

administrativos, técnicos y financieros disponibles para que los beneficios a que 

da derecho la seguridad social sean prestados en forma adecuada, oportuna y 

suficiente; (Negrilla y subraya son mías) 
 

En lo concerniente a la afiliación al RAIS, el literal b del artículo 13 de la Ley 100 de 

1993, dispone: 

 
“ARTICULO.   13.-      Características      del      sistema       general       de  

pensiones. Reglamentado por el Decreto Nacional 3995 de 2008, Reglamentado 

por el Decreto Nacional 1051 de 2014. El sistema general de pensiones tendrá las 

siguientes características: 

(…) 

b) La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el artículo 

anterior es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal efecto 

manifestará por escrito su elección al momento de la vinculación o del traslado. El 

empleador o cualquier persona natural o jurídica que desconozca este derecho 

en cualquier forma, se hará acreedor a las sanciones de que trata el inciso 1º del 

artículo 271 de la presente ley;” (…) 

 
Por su parte en lo inherente a las obligaciones en cabeza de las administradoras 

de  fondos  pensionales  como  operadoras  del  RAIS,  en  razón  de  su  carácter 

profesional  por  los  servicios  fiduciarios  y  de  administración  de  intereses  PÚblicos 

que prestan, se siTÚAN en los artículos 14 y 15 del Decreto 656 de 1994, “por el cual 

se  establece  el  régimen jurídico  y financiero  de  las  sociedades  que  administren 

fondos de pensiones.”, en suma, en su artículo 4, menciona: 

 
“Artículo 4º.- En su calidad de administradoras del régimen de ahorro individual 

con solidaridad, las administradoras son instituciones de carácter previsional y, 

como tales, se encuentran obligadas a prestar en forma eficiente, eficaz y 

oportuna todos los servicios inherentes a dicha calidad. Por lo tanto, serán 

responsables de los perjuicios que por su culpa leve se puedan ocasionar a los 

afiliados.” (Negrilla y subraya son mías) 

 

En armonía con la obligación citada, se desprende que la afiliación al RAIS en 

esencia es un vínculo de orden contractual en el que subyace el postulado de la 

buena fe, pero contrario a ello la AFP PROTECCIÓN S.A. con la omisión de 

orientación o asesoría y ausencia de información al demandante se desprende 

que no existió un consentimiento informado que diera paso a una afiliación libre y 

voluntaria; ya que su naturaleza, dadas sus características de profesionales en los 

servicios ofrecidos, se derivaba la obligación de proporcionar una información 

eficiente, eficaz y oportuna. En lo que atañe a este argumento el artículo 1603 del 

Código Civil, consagra: 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=33224
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=33224
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=57509


“ARTICULO 1603. EJECUCION DE BUENA FE. Los contratos deben ejecutarse de 

buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo que en ellos se expresa, sino a 

todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o 

que por ley pertenecen a ella.” 

 

De allí entonces, que el simple formulario utilizado normal y generalmente para 

establecer el vínculo entre el afiliado y los fondos privados de pensiones, no sea 

un documento idóneo para acreditar que hubo un consentimiento informado, 

que conduzca al efecto a determinar la eficacia de la elección. 

 

Aunado   a   lo   enunciado,   el   Estatuto   de   la   Seguridad   Social   Integral   ha 

contemplado  el  derecho  a  la  seguridad  social  como  irrenunciable  y  como  un 

servicio PÚblico obligatorio, así fuese prestado por entidades privadas. Por tanto, 

su  dirección,  coordinación  y  control  está  en  cabeza  del  Estado,  a  modo  de 

garante de tales prerrogativas. Para el efecto expongo la normativa aludida: 

 
“ARTICULO. 3º- Del derecho a la seguridad social. El Estado garantiza a todos los 

habitantes del territorio nacional, el derecho irrenunciable a la seguridad social.” 

(…) 

“ARTICULO. 4º- Del servicio público de seguridad social. La seguridad social es un 

servicio público obligatorio, cuya dirección, coordinación y control está a cargo 

del Estado y que será prestado por las entidades públicas o privadas en los 

términos y condiciones establecidos en la presente ley.” (…) 

 

De  conformidad  con  lo  anterior,  es  deber  del  Estado  en  sus  diversos  órdenes  o 

mediante sus delegados en servicios PÚblicos, garantizar que no se atente contra 

la  libertad,  dignidad  o  los  derechos  de  los  trabajadores,  para  esto  inaplicando 

normas que sean lesivas de los mismos, en atención al postulado de favorabilidad 

enmarcado en el artículo 53 de la Constitución Política de 1991. En lo relativo a la 

aplicación preferencial el artículo 272 de la Ley 100 de 1993, expresa: 

 
“ARTICULO. 272.-Aplicación preferencial. El sistema integral de seguridad social 

establecido en la presente ley, no tendrá, en ningún caso, aplicación cuando 

menoscabe la libertad, la dignidad humana o los derechos de los trabajadores. 

En tal sentido, los principios mínimos fundamentales consagrados en el artículo 53 

de la Constitución Política tendrán plena validez y eficacia.” 

 

Así las cosas, por la omisión de suministrar una información completa, veraz y 

oportuna por parte de la AFP PROTECCIÓN S.A., con dirección a la demandante, 

se da en este caso un traslado de la carga de la prueba. Esto es, los demandados 

deberán probar que actuaron con diligencia en la data del formulario de 

afiliación, ofreciendo para ello una información documentada que permitiera a 

mi poderdante conocer todos los pormenores que le traía consigo el traslado al 

RAIS. 



Los argumentos expuestos guardan respaldo en cuanto a su interpretación, en 

línea jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación 

Laboral. Por tanto extraigo los siguientes apartes, así: 

 
SENTENCIA DEL 09 DE SEPTIEMBRE DE 2008, RAD. 31989, M.P. EDUARDO LÓPEZ 

VILLEGAS 

 

“Las administradoras de pensiones han de estar autorizadas para fungir como 

tales si cumplen una serie de requisitos que las cualifican, hacen parte del elenco 

de las entidades financieras, cumplen una actividad que en esencia es fiduciaria 

y han de ajustar su funcionamiento a los requerimientos técnicos propios para 

esta clase de establecimientos, pero bajo el entendido de que todos ellos han de 

estar ordenados a cumplir con la finalidad de prestar un servicio público de la 

seguridad social. 

 

“La doble condición de las administradoras de pensiones, de sociedades que 

prestan servicios financieros y de entidades del servicio público de seguridad 

social, es compendiada en la calificación de instituciones de carácter previsional, 

que les atribuye el artículo 4° del Decreto 656 de 1994, y que se ha de traducir en 

una entidad con solvencia en el manejo financiero, formada en la ética del 

servicio público. 

 

“Ciertamente las administradoras de pensiones son en esencia fiduciarias del 

servicio público de pensiones, razón por la cual su comportamiento y 

determinaciones deben estar orientadas no sólo a alcanzar sus propias metas de 

crecimiento y beneficio, sino a satisfacer de la mejor manera el interés colectivo 

que se realiza en cada persona que queda desprotegida por haberse cernido 

sobre sí una enfermedad o trauma que lo deja inválido, o la muerte sobre el 

miembro de la familia del cual depende, o sobre su afiliado cuando le llega el 

momento de su retiro de la vida productiva por imposición o disfrute de la vejez. 

 

“Las administradoras de pensiones lo son de un patrimonio autónomo propiedad 

de los afiliados, según lo prescribe el artículo 97 de la Ley 100 de 1993; la ley 

radica en ellas el deber de gestión de los intereses de quienes se vinculen a ellas, 

y cuyos deberes surgen desde las etapas previas y preparatorias a la 

formalización de su afiliación a la administradora. 

 

(…) “Por lo dicho es que la responsabilidad de las administradoras de pensiones es 

de carácter profesional, la que le impone el deber de cumplir puntualmente las 

obligaciones que taxativamente le señalan las normas, en especial las de los 

artículos 14 y 15 del Decreto 656 de 1994, cumplirlas todas con suma diligencia, 

con prudencia y pericia, y además todas aquellas que se le integran por fuerza 

de la naturaleza de las mismas, como lo manda el artículo 1603 del C.C., regla 

válida para las obligaciones cualquiera que fuere su fuente, legal, reglamentaria 

o contractual. 

 

“La doctrina ha bien elaborado un conjunto de obligaciones especiales, con 

específica vigencia para todas aquellas entidades cuya esencia es la gestión 

fiduciaria, como la de las administradoras de pensiones, que emanan de la 

buena fe, como el de la transparencia, vigilancia, y el deber de información. 



“La información debe comprender todas las etapas del proceso, desde la 

antesala de la afiliación hasta la determinación de las condiciones para el disfrute 

pensional. 

 

“Las administradoras de pensiones tienen el deber de proporcionar a sus 

interesados una información completa y comprensible, a la medida de la 

asimetría que se ha de salvar entre un administrador experto y un afiliado lego, en 

materias de alta complejidad. 

 

“Es una información que se ha de proporcionar con la prudencia de quien sabe 

que ella tiene el valor y el alcance de orientar al potencial afiliado o a quien ya lo 

está, y que cuando se trata de asuntos de consecuencias mayúsculas y vitales, 

como en el sub lite, la elección del régimen pensional, trasciende el simple deber 

de información, y como emanación del mismo reglamento de la seguridad social, 

la administradora tiene el deber del buen consejo, que la compromete a un 

ejercicio más activo al proporcionar la información, de ilustración suficiente 

dando a conocer las diferentes alternativas, con sus beneficios e inconvenientes, 

y aún a llegar, si ese fuere el caso, a desanimar al interesado de tomar una 

opción que claramente le perjudica. 

 

(…) “En estas condiciones el engaño, no solo se produce en lo que se afirma, sino 

en los silencios que guarda el profesional, que ha de tener la iniciativa en 

proporcionar todo aquello que resulte relevante para la toma de decisión que se 

persigue; de esta manera la diligencia debida se traduce en un traslado de la 

carga de la prueba del actor a la entidad demandada. (Negrilla y subraya son 

mías) 

 

“No desdice la anterior conclusión, lo asentado en la solicitud de vinculación a la 

Administradora de Pensiones que aparece firmada por el demandante, que su 

traslado al régimen de ahorro individual se dio de manera voluntaria, que “se 

realizó de forma libre, espontánea y sin presiones”, pues lo que se echa de menos 

es la falta de información veraz y suficiente, de que esa decisión no tiene tal 

carácter si se adopta sin el pleno conocimiento de lo que ella entraña. 

 

“Se ha de señalar que la actuación viciada de traslado del régimen de prima 

media con prestación definida al de ahorro individual, no se convalida por los 

traslados de administradoras dentro de este último régimen; ciertamente, la 

decisión de escoger entre una y otra administradora de ahorro individual, no 

implica la ratificación de la decisión de cambio de régimen que conlleva 

modificar sensiblemente el contenido de los derechos prestacionales.” (Negrilla y 

subraya son mías) 

 

SENTENCIA SL12136 DEL 03 SEPTIEMBRE DE 2014, RAD. 46292, M.P. ELSY DEL PILAR 

CUELLO CALDERÓN. 

 

A juicio de esta Sala no podría argüirse que existe una manifestación libre y 

voluntaria cuando las personas desconocen sobre la incidencia que aquella 

pueda tener frente a sus derechos prestacionales, ni puede estimarse satisfecho 

tal requisito con una simple expresión genérica; de allí que desde el inicio haya 

correspondido a las Administradoras de Fondos de Pensiones dar cuenta de que 

documentaron clara y suficientemente los efectos que acarrea el cambio de 

régimen, so pena de declarar ineficaz ese tránsito. 



Solo a través de la demostración de la existencia de la libertad informada para el 

cambio de régimen, es que el juzgador podría avalar su transición; no se trata de 

demostrar razones para verificar sobre la anulación por distintas causas fácticas, 

sino de determinar si hubo eficacia en el traslado, lo que es relevante para entrar 

a fijar la pérdida o no de la transición normativa. Al juzgador no le debe bastar 

con advertir que existió un traslado al régimen de ahorro individual con 

solidaridad, sino que es menester, para la solución, advertir que la misma es 

válida, lo cual resulta un presupuesto obvio, máxime cuando esta Sala ha 

sostenido que el régimen de transición no es una mera expectativa. 

 

En perspectiva del literal b) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, es imperativo 

para el Juez que deba resolver sobre la viabilidad o no de la aplicación del 

régimen de transición, ante la existencia del traslado, no simplemente verificar los 

requisitos atrás descritos, sino, además dar cuenta sobre si el mismo se realizó 

bajo los parámetros de libertad informada.” (negrilla y subraya son mías) 

(…) 

 

Es menester puntualizar, que si bien es cierto que el accionante no está cobijado 

por la figura de la transición contemplada en la Ley 100 de 1993, ni por edad ni 

por tiempo de servicio, lo cierto es que esto no es un obstáculo que impida que se 

invierta  la  carga  de  la  prueba,  en  la  medida  que  son  los  Fondos  Privados  de 

Pensiones los que deben probar si actuaron con diligencia al instante de llenar un 

formulario de afiliación, diligencia que se traduce en una asesoría documentada, 

integra, inequívoca y proyectada. Ello encuentra piso legal en el régimen de la 

información  financiera  y  comercial,  que  se  encuentra  regulado  por  el  Estatuto 

Orgánico  Financiero  Decreto  663  de  1993,  que  en  su  artículo  97,  impone  a  sus 

entidades   vigiladas   el   deber   de   suministrar   a   los   usuarios   la   información 

indispensable a fin de que se les permita mediante elementos de juicio claros y 

objetivos  decidir  sobre  las  mejores  opciones  que  ofrece  el  mercado,  que  en  el 

presente caso se traduce en el campo de las pensiones. De allí que el elemento 

de  juicio  claro  y  objetivo  tratado  por  la  norma,  no  es  otro  que  un  documento 

anexo con el formulario preimpreso de afiliación, en el que se detalle si su mejor 

opción era quedarse con el fondo pÚBlico de pensiones, es decir, con el Régimen 

de  Prima  Media  con  Prestación  Definida,  que  hoy  en  día  es  administrado  por 

COLPENSIONES, o si  por el  contrario era  el  fondo privado de  pensiones, esto es, 

PROTECCIÓN  S.A.  Dicho  elemento  de  juicio,  el  consentimiento  informado,  brilla 

por su ausencia en el plenario. En armonía con la disposición en cita, a su turno el 

Decreto 656 del 24 marzo de 1994 “Por el cual se establece el régimen jurídico y 

financiero de las sociedades que administren fondos de pensiones” consagra: 

 
“Artículo 4º reza: .- En su calidad de administradoras del régimen de 

ahorro individual con solidaridad, las administradoras son instituciones de 

carácter previsional y, como tales, se encuentran obligadas a prestar en 

forma eficiente, eficaz y oportuna todos los servicios inherentes a dicha 

calidad. Por lo tanto, serán responsables de los perjuicios que por su culpa 

leve se puedan ocasionar a los afiliados.” 



En reciente jurisprudencia proferida por La Sala de Casación Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia, se despejó el tema consistente en que si para quienes no 

estuvieran en transición les era aplicable la línea jurisprudencial que trata el tema 

de la ineficacia de la afiliación por ausencia de consentimiento al no darse una 

completa información documentada, para ello destacó que también les era 

aplicable. A continuación reproduzco el aparte del precedente vertical en 

cuestión: 

 
Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral, M.P. Clara Cecilia Dueñas 

Quevedo, SL1452-2019 del 03 de abril de 2019, Radicación n.° 68852. 

 

• “El alcance de la jurisprudencia de esta Corporación en torno a la ineficacia del 

traslado – No es necesario estar ad portas de causar el derecho o tener un 

derecho causado. 

La Corte considera necesario hacer una precisión frente al razonamiento del 

Tribunal según el cual no hubo ninguna omisión por parte del fondo de pensiones 

accionado, puesto que la demandante no contaba con una expectativa pensional 

en atención al número de semanas cotizadas. 

 
Tal argumento es equivocado, puesto que ni la legislación ni la jurisprudencia 

tiene establecido que se debe contar con una suerte de expectativa pensional o 

derecho causado para que proceda la ineficacia del traslado a una AFP por 

incumplimiento del deber de información. 

 
De hecho, la regla jurisprudencial identificable en las sentencias CSJ SL 31989, 

9 sep. 2008, CSJ SL 31314, 9 sep. 2008 y CSJ SL 33083, 22 nov. 2011, así como en las  

proferidas a la fecha CSJ SL12136-2014, CSJ SL19447-2017, CSJ SL4964-2018 y CSJ 

SL4989-2018, es que las administradoras de fondos de pensiones deben suministrar al 

afiliado información clara, cierta, comprensible y oportuna de las características, 

condiciones, beneficios, diferencias, riesgos y consecuencias del cambio de régimen 

pensional y, además, que en estos procesos opera una inversión de la carga de la 

prueba en favor del afiliado. 

 
Lo anterior, se repite, sin importar si se tiene o no un derecho consolidado, se 

tiene o no un beneficio transicional, o si está próximo o no a pensionarse, dado que la 

violación del deber de información se predica frente a la validez del acto jurídico de 

traslado, considerado en sí mismo. Esto, desde luego, teniendo en cuenta las 

particularidades de cada asunto. 



 

De acuerdo con lo expuesto, el Tribunal cometió todos los errores imputados, 

primero, al sustraerse de su deber de verificar si la AFP brindó al afiliado información 

necesaria y objetiva sobre las características, riesgos y consecuencias del traslado; 

segundo, al plantear que la suscripción del formulario de afiliación era suficiente para 

materializar el traslado; tercero, al invertir la carga de la prueba en disfavor de la 

demandante y, cuarto, al supeditar su ineficacia a que el afiliado tuviese una suerte 

de derecho consolidado o proximidad a pensionarse.” (…) 

 

Relevante es traer a colación el estudio efectuado por el doctrinante Carlos 

Alberto Chinchilla Imbett, quien se desempeña como Auxiliar de investigación del 

Departamento de Derecho Civil, Universidad Externado de Colombia, que 

conceptuó para la Revista de Derecho Privado No. 21 edición de julio a 

diciembre de 2011, lo siguiente: 

 
“EL DEBER DE INFORMACIÓN CONTRACTUAL Y SUS LÍMITES 

I. La naturaleza de las relaciones negociales contemporáneas como justificación 

para el estudio del deber de información 

… mientras que en los tiempos modernos, debido a la complejidad de las 

relaciones, a la especialidad de las prestaciones y la amplitud o diversificación de 

productos y servicios se hace imperativa la exigibilidad del deber de información, 

al punto que brindar dicha información sobre los aspectos trascendentales del 

negocio que permitan ilustrar a la contraparte sobre la conveniencia del mismo se 

erige en un requerimiento que está a la orden del día. Así las cosas, el deber de 

información contractual, se convierte en un tema de gran envergadura, que 

adquiere cada vez mayor entidad, en cuanto incide en la legitimidad del 

contrato, el contenido de las obligaciones de las partes y la propia interpretación 

del negocio. 

II. El deber de información contractual es una obligación emanada de la buena fe 

La buena fe es una regla relacional de comportamiento, cuyo contenido es 

objetivo y su entendimiento va siempre en función de la tutela de ambas partes 

en el contrato, o sea en garantía de la confianza de que mutuamente seguirán 

los postulados de buena fe. Por ello, no se la puede tomar con una elasticidad 

que le permita al obligado comportarse según su mejor saber o entender, con 

sacrificio del interés ajeno1. El sujeto debe actuar con lealtad y corrección plenas, 

de acuerdo con los patrones generales de conducta y, en cada caso en 

particular, de conformidad con los más estrictos que impone la naturaleza del 

contrato en cuestión. La buena fe contractual, como norma de comportamiento 

extiende autoridad y orientación a todo el ámbito contractual, convirtiéndose en 

una columna importante del contrato2. 

… Es por ello que son deberes naturales del contrato y que por virtud de la fuerza 

integradora de la buena fe se entienden incorporados a él los deberes de la 

obligación de información, de lealtad, de trasparencia, de claridad, de 

diligencia, de vinculación al pacto celebrado atendiendo el interés de las partes, 



de cooperación, de solidaridad, de no contrariar los actos propios etc.7. En fin, 

una forma de aplicar el principio de la buena fe a la relación contractual 

atendiendo a su función integradora, es afirmando la existencia de deberes 

contractuales que, aunque no han sido explicitados, se integran a la obligación 

principal declarada en el contrato o a su propósito práctico, como es el caso del 

deber de información contractual. 

III. Desigualdad de conocimientos entre los contratantes y robustecimiento del 

consentimiento como razón de ser del deber de información contractual 

La obligación de informar encuentra su razón de ser en dos supuestos. Por una 

parte, la desigualdad de conocimientos entre los contratantes10, cuyo 

cumplimiento pretende lograr el restablecimiento de la igualdad entre las partes 

evitando el ejercicio abusivo de posiciones dominantes; y por la otra, formar 

adecuadamente el consentimiento del contratante11 en cuanto el cumplimiento 

del deber de información robustece dicho consentimiento al permitir su 

formación. 

… En aquellos eventos en que la relación contractual se establece entre un 

profesional y un inexperto, la obligación de informar a cargo del profesional se 

hace más evidente. Ello debido a la necesidad de reequilibrar la relación 

mediante la exigencia de protección de la parte débil; al efecto se ha construido 

una presunción de ignorancia legítima consistente en que por el solo hecho de su 

condición, su conocimiento es precario, situación ésta que exige una mayor 

rigurosidad de la obligación de informar que recae sobre el profesional respecto 

de su contraparte13. 

… La información suministrada de forma clara, oportuna y transparente, 

determina el consentimiento, a través de la influencia que ejerce sobre el 

contratante en la toma de la decisión de contratar o no, y en caso de contratar 

bajo las condiciones que, según la información suministrada, sean favorables y 

protectoras de los intereses de ambas partes, así mismo en aquella situación en la 

que haya sido celebrado el contrato se puedan ejecutar las obligaciones 

teniendo en cuenta las circunstancias que rodearon la relación contractual en 

particular respetando los cánones del principio general de la buena fe. 

La información comunicada deficientemente o en su defecto no comunicada, 

perturba el consentimiento, la voluntad común y enrarece la atmósfera 

contractual de forma tal que si ella se presenta en la formación del contrato, 

generaría un vicio desde la génesis, es por ello que el contenido del deber de 

informar se extiende a la información que sea relevante y suficiente en miras a la 

toma de una decisión, de manera que cuando se contrate se tengan todos los 

elementos de juicio necesarios que determinen un consentimiento pleno y sin vicio 

alguno. 

Así pues, el cumplimiento del deber de información permite actuar en pleno uso 

de la libertad contractual en cuanto facilita decidir la conveniencia del negocio, 

prevenir los riesgos, determinar el alcance de las obligaciones y derechos 

asumidos. Exigir una información completa, clara y veraz no supone inhibir la 

autonomía contractual, muy al contrario, se erige en una garantía del principio de 

la autonomía privada, promueve la igualdad real entre los contratantes y el 

equilibrio de las fuerzas en aras del logro de la justicia contractual. 

A. Claridad El contratante debe evitar un lenguaje ambiguo que no pueda ser 

comprendido a cabalidad por la contraparte14, por ello se puede entender que 

la claridad significa expresar de manera inequívoca el contenido íntegro y 

enteramente comprensible de la operación económica proyectada. ello permite 



evitar cualquier ambigüedad lingüística o conceptual, de forma tal que el 

contenido del futuro contrato y el objeto sobre el cual recae sean evidenciados 

de forma tal que no se tenga duda sobre su significado e interpretación15. A fin de 

lograr tal claridad, se debe evitar el uso de vocablos que tengan una doble 

significación o una comprensión conceptual de difícil aprehensión, además de 

precaver que la contraparte no encuentre dentro del contrato disposiciones que 

le generen malentendidos16, de manera tal que se le permita el correcto 

entendimiento de las palabras y por consiguiente, la comprensión del sentido y 

alcance de lo que se quiere y de aquello de lo que se obliga. 

… Además, otra circunstancia que debe ser considerada a fin de lograr la 

claridad de la información, es la posibilidad de que el destinatario utilice y se 

apropie de la información comunicada, pues ésta le debe ser presentada de 

forma que sea accesible a su capacidad y a sus posibilidades, para que así 

pueda aprovecharse de los beneficios de encontrarse debidamente informado, 

esto es, de tener un consentimiento ilustrado. Los contratantes deben rechazar el 

lenguaje susceptible de no ser comprendido por la contraparte, es decir: existe la 

obligación de hablar claro, de expresar los intereses de manera precisa, para que 

así deba estarse a la pura y real intención de los contratantes20 y no correr con la 

suerte de soportar las consecuencias nocivas de incumplir con el deber de 

claridad. 

… B. Oportunidad La información deberá ser trasmitida de manera que produzca 

efectos beneficiosos en quien la recibe. Esto es, deberá ser comunicada a la 

contraparte en el momento indicado para que pueda tomar la decisión de 

contratar y determinar la conveniencia o no de ejercer su libertad contractual y 

las condiciones en las que la ejercerá. Si la información es entregada 

tardíamente, se priva al destinatario acreedor de la misma de las bondades de 

ésta en la medida en que la toma de la decisión de contratar se habrá realizado 

sin que medie verdadera reflexión sobre la conveniencia del negocio, lo que a la 

postre permitiría invocar la sanción de la falta de consentimiento en el negocio 

contratado. 

… C. Transparencia La información trasparente se concreta en la posibilidad de 

que el destinatario pueda tener un conocimiento de tal calidad que le permita 

efectuar una elección razonable y consciente, puesto que conoce de primera 

mano y totalmente las circunstancias sobre la relación negocial y todas sus 

vicisitudes. La información trasparente ha de ser completa, suficiente y exacta. 

… Por su parte, la suficiencia de la información, en el caso del derecho del 

consumidor, se concreta en la posibilidad que tiene el consumidor o usuario de 

poseer un conocimiento apto sobre las características básicas del producto o del 

servicio y de las condiciones para la adquisición, de tal forma que le permita 

efectuar una elección razonable entre los diferentes productos o servicios que le 

ofrezcan27. 

… .En síntesis, la información transparente estará determinada por el cumplimiento 

del "deber legal de declarar y hacerlo sinceramente"28 y entregar una información 

verdadera y sin datos reservados que pueden llegar a ser relevantes a la 

contraparte, de manera que tal información sea suficiente para formar un 

consentimiento apto para la celebración del contrato. 

V. Las cualidades de los sujetos contratantes son determinantes para establecer el 

alcance del deber de información. Las cualidades de los sujetos contratantes son 

importantes en pro de determinar el alcance que ha de darse al cumplimiento 

del deber de información en el iter contractual, por cuanto es diferente la 



información que debe ser suministrada por un profesional o un sujeto cualificado 

en una relación obligacional29, a la información que debe entregar una persona 

que ostenta una "presunción de ignorancia legítima"30 debido a las condiciones 

cognoscitivas, sociales y las circunstancias fácticas en las que ella se encuentra 

con relación a su contraparte, esto sin desmedro de la obligación de 

colaboración y diligencia que generan los contratos por aplicación del principio 

general de la buena fe. 

…. Por lo tanto, el carácter de especialista o no de una de las partes contratantes 

o su posición privilegiada respecto a su contraparte hace que se acreciente el 

deber de información y sea más riguroso al momento de su exigencia. Por tal 

razón, al ilustrado en las materias objeto del contrato se le exigirá que tome la 

iniciativa y un punto de cumplimiento más severo33, caso contrario del neófto que 

espera ser informado, siempre y cuando cumpla con su deber de diligencia para 

informarse. 

A. El carácter profesional de una de las partes exige el deber de asesoría como 

complemento del deber de información 

El deber de asesoría permite que la parte débil exija de su contraparte fuerte, 

informada e ilustrada, la iniciativa no solo de informar lo que de la naturaleza de 

la relación pueda emanar sino también de orientar sobre la conveniencia o no 

del negocio o sobre las particularidades de las condiciones del mismo, 

atendiendo las circunstancias técnicas y especificaciones del negocio; lo que 

implica el deber de consejo y orientación al "ignorante legítimo" a fin de que este 

último tome una decisión en las condiciones óptimas de ilustración y asesoría34. En 

otras palabras, la relación existente entre quien conoce y quien ignora presenta 

de manifiesto una desigualdad, situación que le exige al profesional o al 

conocedor informar al ignorante legítimo de todo aquello que por razones 

científicas o técnicas su contraparte desconoce, al punto que tendrá que 

informar lo ordinario y normal, como además deberá asesorarlo y aconsejarlo de 

modo que quede enterado de circunstancias relativas a la relación negocial y 

específicamente de la cosa que pretenden adquirir o sobre el cual recae el 

objeto del contrato, para que le permita el real conocimiento y prevención del 

contratante respecto de las cualidades y circunstancias que lo rodean35. 

Con lo anterior, consideramos que el deber de asesoría se debe entender de 

manera dinámica, por lo que requiere no solo que el obligado suministre una 

ilustración más acabada y precisa, esto es, comunique sobre antecedentes y 

experiencias, sino que además presente su opinión de profesional sobre las 

conveniencias o no del negocio, específicamente como sucede en las relaciones 

de confianza36.” 

 

De  la  lectura  de  la  normatividad  vigente  que  rige  la  materia,  los  alcances 

jurisprudenciales proferidos por la Corte Suprema de Justicia en su Sala Casación 

Laboral,   y   la   postura   de   la   doctrina   académica,   se   pueden   ubicar   los 

razonamientos  de  derecho  discurridos  por  la  suscrita  en  este  capítulo,  que  se 

concatenan con las omisiones en las que incurrió la ADMINISTRADORA DE FONDO 

DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. En tal medida es visible tanto en el 

documento de Historia Laboral expedida el 03 de septiembre de 2019 por la AFP 

Protección S.A. (aportado en calidad de prueba en esta demanda), que tiene un 

valor  aproximado  de  $162.259.551,  razón  por  la  cual  segÚN  las  previsiones  del 

artículo 64 de Ley 100 de 1993 el capital requerido para financiar u obtener una 



pensión de vejez en el RAIS debe ser superior al 110% del salario mínimo mensual 

vigente. Si partimos de dicho ahorro en su cuenta individual, y en suma que al 

momento de la proyección cuenta con 62 años de edad cumplidos, siendo 

merecedor a una pensión de $828.116, en cambio en el régimen de prima media 

con prestación definida con su tasa de reemplazo respectiva, aunado a que 

cuenta con 1253,14 semanas cotizadas al sistema, saldría con una pensión de $ 

1.800.000 dando una diferencia de $971.884 

 
SIMULACION    

 

 

IBL 2019 

 

PENSION 

COLPENSIONES 

APROXIMADO 

PENSION AL 

2019 - CUENTA 

DE AHORRO A 
LA FECHA 

 

DIFERENCIA 

MENSUAL 
$3.000.000 $1.800.000 $ 828.116 $971.884 

 
 

VII. PRUEBAS 

DOCUMENTALES 
 

- Fotocopia de la cédula de ciudadanía del demandante. 

 

- Poder para actuar. 

 

- Historia Laboral expedida por la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., con fecha del 03 de septiembre de 2019. 

 

- Formulario de afiliación No. 0864197 del 06 de septiembre de 1995, de SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. 

 

- Derecho de petición del 08 de noviembre de 2019, presentado ante la AFP 

PROTECCIÓN S.A. 

 

- Respuesta contenida en el Oficio No. CAS-5211755-J4R2H8 de fecha 13 de 

noviembre de 2019 por parte de la AFP PROTECCIÓN S.A. 

 

- Derecho de petición del 08 de noviembre de 2019, presentado ante 

COLPENSIONES. 

 

- Respuesta contenida en el Oficio No. 2019_13249923-20865517 con fechado del 

01 de octubre de 2019 emanado por COLPENSIONES. 

 

- Certificado de existencia y representación legal de SOCIEDAD ADMINISTRADORA 

DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. 

 

CARGA DE LA PRUEBA 



Le ruego muy respetuosamente señor(a) juez, con fundamento en el artículo 167 

del Código General del Proceso aplicable por expresa remisión del artículo 145 

del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, determine que a 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍA PROTECCIÓN S.A. le 

compete probar la situación fáctica encaminada a demostrar que cumplieron 

con los deberes de orientar de manera documentada acerca de las ventajas o 

riesgos que impliquen el traslado de régimen pensional. Lo dicho, en sujeción a lo 

dispuesto por el artículo 97 del Decreto 693 de 1993 modificado por el artículo 23 

de la Ley 795 de 2003; canon normativo que en su texto original decía: 

 
“Las entidades vigiladas deben suministrar a los usuarios de los servicios 

que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia 

en las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de 

elementos de juicio claros y objetivos, escoger las mejores opciones del 

mercado.” 

 
Como se indicó en el capítulo de “Fundamentos y Razones de Derecho”, las AFP 

prenombradas al tener la categoría de Sociedades de Servicios Financieros (art. 3 

del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero) estaba en su cabeza dar cabal 

cumplimiento del deber citado, por tanto, a ellas les compete probar dicha 

circunstancia. 

 

INTERROGATORIO DE PARTE 

Representante legal de la Administradora de Fondo Pensiones y Cesantías 

Protección S.A., el cual puede ser ubicado en la siguiente dirección: Calle 49 No. 

63-100 Medellín, Antioquia.  

El canal digital para el representante legal del entidad demandada corresponde 

a:  accioneslegales@proteccion.com.co, dado que este es el correo electrónico 

inscrito en el Certificado de Existencia y Representación Legal de AFP Protección 

S.A., y pues al tratarse de una persona jurídica este es el canal adecuado, 

máxime cuando no se encuentra uno inscrito especialmente para el 

representante legal de la entidad.   

 

 

VIII. ASUNTO SIN CUANTÍA 

 

Me permito señalar que la presente demanda trata de un asunto que no es 

susceptible su fijación de cuantía, en vista que su intención es declarar la 

anulación de la afiliación en el RAIS y, como consecuencia de ello, se condene al 

traslado inmediato de la afiliación de la demandante al Régimen de Prima Media 

con Prestación Definida. Lo anterior de conformidad con el artículo 13 del Código 

de Procedimiento del Trabajo y de la Seguridad Social. 

 

IX. PROCESO 

 

La presente demanda debe tramitarse a través de proceso ordinario laboral de 

primera instancia. 

mailto:accioneslegales@proteccion.com.co


X. COMPETENCIA 

Es de su competencia señor(a) juez, en sujeción a lo regulado por el artículo 11 

del C.P.T.S.S. el cual fue modificado por el artículo 3 de la Ley 712 de 2001, habida 

cuenta que la reclamación del derecho objeto de la litis fue surtido en la Oficina 

de Armenia/Quindío de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍA PROTECCIÓN S.A., entidad que actualmente detenta los valores de la 

cuenta de ahorro individual. 

 

XI. ANEXOS 

 

Los documentos relacionados en el capítulo de pruebas, traslados, y copia digital 

de la demanda y sus anexos en medio digital. 

 
 

XII. NOTIFICACIONES 
 

La demandante: Recibirá notificaciones, Carrera 3 No. 5-37 Barrio Obrero, 

ubicado en Salento, Quindío. Correo electrónico: waraque08@gmail.com 
 

La suscrita: recibirá notificaciones en la Carrera 13 Numero 21-58, Oficina 202, 

Centro Comercial Verona, de Armenia Q, celular 3154764935, correo electrónico: 

linamarcelacaicedo@hotmail.com 
 

El demandado: Administradora de Fondo de Pensiones y Cesantía Protección 

S.A., las recibirá en la siguiente dirección: Calle 49 No. 63-100 Medellín, Antioquia. 

accioneslegales@proteccion.com.co 

 

Tercero  Interesado:  Administradora  Colombiana  de  Pensiones  (Colpensiones), 

Calle    21    NÚmero    16-40B    L-3,    Teléfono    018000410909.    Armenia,    Quindío. 

notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co 

 

Del señor juez; atentamente, 
 

 

 

 

LINA MARCELA CAICEDO OROZCO 

C.C. No. 41.941.001 de Armenia 

T.P. 114.287 del C.S.J. 

 

 

mailto:linamarcelacaicedo@hotmail.com
mailto:accioneslegales@proteccion.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co


 









































































































































































JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO 
Armenia Q., Septiembre catorce de dos mil veinte Auto No.163 

 
ORDINARIO LABORAL RADICACION No. 63-001-31-05-003-2020-00092-00 

 

INFORME SECRETARIAL: En relación a la demanda de la referencia, en la fecha, pasa a 

despacho del señor Juez, para resolver sobre la admisión de la misma. 

 

 

                   MARIA CIELO ALZATE FRANCO 

                          Secretaria 

 

Efectuado el control de legalidad de la presente demanda, se observa que la misma no 

reúne los requisitos establecidos por el numeral 1º del artículo 26 del Código de 

Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social y por el artículo 6º del Decreto 806 de 2020, 

por las siguientes razones: 

 

1º) El poder conferido fue presentado por el demandante con la siguiente identificación: 

cédula de ciudadanía número 4.568.696 y en la demanda y demás documentos obra que 

la cédula correcta es 4.564.696. Ante ello, debe corregirse el poder y hacerse nueva 

presentación en la que conste el número correcto de identificación. 

 

2º) De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto 806 de 2020, la demanda 

deberá indicar el canal digital donde deben ser notificadas las partes, sus representantes, 

apoderados y testigos. La demanda contiene información de cada una de las partes, de los 

representantes, de los testigos y del apoderado, pero no existe una mención expresa sobre 

cuál es el canal digital en que se recibirán notificaciones. Tampoco aparece la prueba del 

envío de la demanda y sus anexos a la parte demandada al canal digital correspondiente. 

 

En consecuencia, y de conformidad con el artículo 28 del C.P.T y S.S. modificado por la ley 

712 de 2001 artículo 15, se devolverá la demanda para que sea subsanada y 

presentada nuevamente de manera integrada ante este mismo despacho dentro del 

término de cinco (5) días y deberán tenerse en cuenta las disposiciones contenidas en el 

artículo 6º del Decreto 806 del 4 de junio de 2020, en relación con el escrito que subsana 

la demanda. 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE ARMENIA 

QUINDIO, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DEVOLVER a la parte demandante, la demanda ORDINARIA LABORAL DE 

PRIMERA INSTANCIA promovida por WILSON ALBERTO ARAQUE HURTADO en contra 



de la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y CESANTIAS PROTECCIÓN S. A. y la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSINES, lo mismo que sus 

anexos, para que sea subsanada y presentada nuevamente de manera integrada, 

dentro del término de cinco (5) días, para lo cual deberán tenerse en cuenta las 

disposiciones contenidas en el artículo 6º del Decreto 806 del 4 de junio de 2020, en relación 

con el escrito que subsana la demanda. 

 

SEGUNDO: Reconocer personería suficiente a la abogada LINA MARCELA CAICEDO 

OROZCO para actuar como apoderada principal del demandante, en los términos del poder 

conferido. 

  NOTIFÍQUESE 

 

 

 

LUIS DARIO GIRALDO GIRALDO 

Juez 

 

 

Luz Stella 
01-09-2020 

 

 

Firmado Por: 

 

LUIS DARIO GIRALDO GIRALDO  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 003 LABORAL DEL CIRCUITO ARMENIA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 

lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

d23c407575a286b78c01a3c66db142f240fc0a9ee714e82a180d83b818ad02ce 

Documento generado en 14/09/2020 11:34:23 a.m. 



INFORME SECRETARIAL.En relación a la demanda de la referencia, en la fecha paso a Despacho 

del señor Juez, informándole que la presente demanda fue debidamente subsanada en el término 

oportuno. Sírvase proveer. Armenia Q, 19 de octubre de 2020. 

 

 

MARIA CIELO ÁLZATE FRANCO 

Secretaria 

 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO 

Armenia Quindío, octubre veinte (20) de dos mil veinte (2020) 

ORDINARIO LABORAL 1° INSTANCIA- Radicación: 63001-31-05-003-2020-00092-00 

Auto Interlocutorio No. 210 

 

Advierte el Despacho que mediante auto del catorce (14) de septiembre del año en curso, se le 

concedió a la parte demandante un término de cinco (5) días para que subsanara la demanda, 

expresando los defectos de los que adolecía, conforme lo dispuesto por el artículo 28 del CPTSS. 

 

En virtud de lo anterior, la parte actora subsanó en debida forma, adjuntando el poder debidamente 

corregido, acreditando el envío de la subsanación de la demanda al correo electrónico de las 

entidades enjuiciadas y señalando el canal de comunicación electrónica de las mismas, que fuera 

obtenido del Certificado de Existencia y Representación Legal.  

 

En ese sentido, del examen de los antecedentes que ilustran por ahora esta causa judicial, se 

considera que este Juzgado es competente para conocer la demanda de la referencia y que la misma 

reúne los requisitos exigidos por los artículos 25 y 26 del CPTSS, por lo que se procederá a su 

admisión. 

 

Finalmente, conforme lo dispuesto por el inciso 6° del artículo 612 de la Ley 1564 de 2012, como 

quiera que en esta causa judicial se demanda a una entidad pública, deberá notificarse también a la 

Agencia Nacional de Defensa del Estado.  

 

Por lo expuesto, el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE ARMENIA QUINDÍO, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ADMITIR la demanda interpuesta por el señor WILSON ALBERTO ARAQUE HURTADO, 

en contra de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN 

S.A. y la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES.  

 

SEGUNDO:En consecuencia, DISPONER que se surta el trámite correspondiente al PROCESO 

ORDINARIO DE PRIMERA INSTANCIA, consagrado en los artículos 74 y siguientes del CPTSS.  

 



TERCERO: NOTIFÍQUESE la presente demanda a la parte enjuiciada, de acuerdo a lo dispuesto por 

el Decreto 806 de 2020, para lo cual la parte actora deberá aportar al Despacho, oportunamente, las 

evidencias de envío respectivas y se surtirá el respectivo traslado, en los términos del inciso 3° del 

artículo 8° ibídem, en concordancia con el artículo 74 del CPTSS.  

 

CUARTO: Notificar a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en la forma y términos 

establecidos en la norma citada en la parte motiva de esta providencia. 

 

QUINTO: Ratificar el reconocimiento de personería a la abogada LNA MARCELA CAICEDO 

OROZCO, para actuar como apoderada principal del demandante, en los términos del poder 

conferido.  

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

LUIS DARÍO GIRALDO GIRALDO 

Juez 

19/10//2020- DCBH 

 

Firmado Por: 

 

LUIS DARIO GIRALDO GIRALDO  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 003 LABORAL DEL CIRCUITO ARMENIA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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